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RESUMEN 

 

La presente investigación tiene como principal objetivo el analizar la naturaleza 
jurídica de los contratos petroleros que han sido suscritos de una manera no 
tradicional, es decir, que no encajan completamente en las modalidades 
contractuales establecidas en la legislación, mediante un análisis doctrinario, práctico 
y jurídico. Los objetivos secundarios fueron enfocados al análisis de los procesos 
precontractuales, la identificación de las inconsistencias existentes en estas 
modalidades, la seguridad jurídica y validez legal, así como las posibles 
consecuencias que se derivarían de suscribir contratos no enmarcados en las 
modalidades tradicionales contenidas en la Ley de Hidrocarburos. 
 

Los métodos utilizados fueron el investigativo, el que comprendió lectura de 
bibliografía relacionada a los contratos petroleros, así como ejemplos de figuras 
contractuales de diversos tipos, la legislación local referente a hidrocarburos 
(nacional y aplicable a EP Petroecuador), contratación pública, así como normativa 
en el área civil; y el deductivo, que comprendió el análisis y desarrollo de los temas 
propuestos. En esta etapa se plantearon los problemas existentes y la realidad de los 
contratos petroleros de delegación no tradicional, examinándolos dentro del contexto 
de la economía nacional, las políticas petroleras y el precio internacional del petróleo. 

 
La principal conclusión a la que se llegó, fue que efectivamente la naturaleza 

jurídica de los contratos suscritos por las compañías Ivanhoe, Enap Sipetrol, 
Consorcios Shushufindi y PardaliServices, no es servicios específicos, pues en su 
esencia son contratos de prestación de servicios para la exploración y explotación de 
hidrocarburos. El caso de las dos últimas contratistas nombradas, incluso es sui 
géneris, al contener en su objeto actividades no sólo de extracción de crudo, sino 
otro tipo de servicios calificados como discretos dentro de la industria petrolera. 
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ABSTRACT 
 
 

This research has as main objective to analyze the legal status of oil contracts 
that have been signed in a non-traditional way, i.e. that those instruments do not fully 
fall into legislation, by means of a doctrinal, practical and legal analysis. Secondary 
objectives, were focused on the analysis of pre-contractual processes, identifying 
existing inconsistencies in these modalities, legal certainty and legal validity as well 
as the possible consequences that could be bring about signing contracts unframed 
in traditional forms contained in the Hydrocarbons Act. 

 
Techniques used were research, which included the reading of literature related 

to oil contracts, as well as examples of various types of contractual arrangements, 
local legislation concerning hydrocarbons (national and applicable to EP 
Petroecuador), public procurement and regulation in the civilian area; and deductive, 
which included the analysis and development of the proposed topics. At this stage, 
the existing problems and the reality of non-traditional oil contracts delegation raised, 
examining them in the context of the national economy, oil policies and international 
oil prices. 

 
The main conclusion reached was that the legal nature of the contracts signed 

by Ivanhoe, Sipetrol, Shushufindi and PardaliServices Consortiums is not specific 
services, because in essence are contracts to provide services for exploration and 
exploitation of hydrocarbons. In the case of the last two contractors is even sui 
generis, containing in its object not only extraction activities, but also other activities 
qualified as discrete within the oil industry services. 
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INTRODUCCIÓN 
 

 

El petróleo es uno de los recursos naturales no renovables más importantes en 

el mundo, razón por la cual es tan codiciado y a su alrededor existen innumerables 

intereses políticos y económicos. La República del Ecuador es un país dependiente 

de los ingresos provenientes de su exportación, pues constituye uno de los rubros 

más importantes para la economía nacional. 

 

En este sentido, la legislación de hidrocarburos prevé numerosos tipos de 

contratos que el estado puede celebrar con compañías de capital privado, a fin de 

delegar las actividades de exploración y explotación de petróleo, para casos en que  

el país no cuente con la tecnología y capitales suficientes para extraer por su propia 

cuenta todos los yacimientos petrolíferos existentes en su territorio, o para 

circunstancias en que por otras razones diversas el Estado considere necesario 

delegar tales actividades a la iniciativa privada. 

 

Así como existen contratos vigentes que se enmarcan en las modalidades 

previstas en la Ley de Hidrocarburos, y que han cumplido con todos los requisitos y 

procesos precontractuales, existen otros, que si bien parecen enmarcarse en alguna 

de dichas figuras, presentan ciertas características particulares, las que 

precisamente serán estudiadas a continuación debido a que su naturaleza no es 

claramente identificable. 
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La presente investigación tiene como principal objetivo el analizar los diversos 

tipos de contratos petroleros existentes bajo la legislación nacional, así como otras 

figuras contractuales previstas por la Ley del Sistema Nacional de Contratación 

Pública y el Reglamento de Contrataciones que regía al área de exploración y 

explotación de entidad estatal EP Petroecuador (actualmente a cargo de 

Petroamzonas EP), con el propósito de determinar la naturaleza jurídica de los 

marcos contractuales a los que se denominará “de delegación no tradicional” a lo 

largo de este trabajo. Esta determinación se la realizará mediante un análisis 

doctrinario, práctico y jurídico contenido en los cuatro capítulos propuestos.  

 

El Capítulo I consta de una reseña de la importancia del petróleo en el Ecuador, 

coyuntura que posiblemente haya llevado a implementar contratos que se ajusten a 

las necesidades nacionales; en el Capítulo II se analiza las modalidades 

contractuales contempladas en la Ley de Hidrocarburos, sus requisitos y 

particularidades, a las que en teoría, se deben sujetar las compañías dedicadas a la 

exploración y explotación de crudo en el Ecuador; en el Capítulo III se analizan los 

contratos de delegación “no tradicional”, evidenciando las diferencias existentes con 

los marcos contractuales anteriormente citados; y en el Capítulo IV se observan las 

posibles consecuencias y efectos que podrían suscitarse al aplicar formas 

contractuales que no se ajustan en su totalidad a la legislación vigente. 

 

El análisis y la relación de todos los elementos antes mencionados, finalmente 

permitirá obtener conclusiones fundamentadas principalmente en los ejemplos y 
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hechos a ser examinados, que serán enfocados a la realidad económica y política 

nacional petrolera, respecto de un tema de relevante importancia nacional. 

 

CAPÍTULO 1: IMPORTANCIA DEL PETÓLEO EN ECUADOR 

 

1.1 Breve reseña histórica del petróleo en el Ecuador  
 

 

 El mundo depende de las fuentes de energía no renovable, más conocidas 

como petróleo, carbón, gas natural, entre otros, para el transporte (aéreo, terrestre y 

marítimo) y generación de electricidad principalmente. En el año de 1859 inicia la 

extracción de hidrocarburos en Pensilvania, Estados Unidos de Norteamérica, con la 

perforación del primer pozo de kerosene. A pesar de que han transcurrido más de 

150 años desde su descubrimiento, la sustitución de estos recursos por fuentes de 

energía renovable, como la solar, es todavía muy limitada, mientas la necesidad 

fuentes energéticas incrementa conforme crece la población mundial.  

 
[…]La necesidad de recursos energéticos en el mundo ha aumentado por el 
crecimiento poblacional, el desarrollo de la industria y el transporte. En los 
últimos 35 años el consumo se duplicó a nivel mundial, mientras que la 

población creció de 3.700 a 7.000 millones en el 2011 […]
1 

 

Dada la importancia de los derivados de crudo, al desarrollarse la industria del 

petróleo en Ecuador, se marca una nueva etapa en la economía nacional, pues la 

explotación de hidrocarburos se convierte en la base de las rentas locales, siendo 

hasta la actualidad una de las más importantes fuentes de ingresos. Es de 

                                                 
1 Publicación de la Asociación de la Industria Hidrocarburífera del Ecuador, “El Petróleo en Cifras”, Quito, 2012 p. 5 
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conocimiento público que éste rubro constituye un porcentaje alto del total de 

exportaciones, así como un porcentaje considerable de los ingresos del presupuesto 

general del estado y del producto interno bruto (PIB). En el primer semestre del año 

2012, las exportaciones petroleras totales reportaron USD. 3,802.1 millones de 

dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, y en el segundo semestre 3,603.4 

millones.2 

 

[…]La industria nacional no petrolera tradicionalmente se ha dedicado a 
satisfacer el mercado interno, más que a la exportación. Dado esto, el petróleo 
compensa la balanza de pagos […]3 

 

El Ecuador al ser un país poco industrializado, ha requerido desde su 

incursión en las actividades de extracción de hidrocarburos, de la tecnología 

desarrollada en otros países para cumplir con éstos objetivos. Empresas 

multinacionales han invertido capital y recursos en el territorio ecuatoriano desde que 

en éste se descubrieron yacimientos petrolíferos; bajo modalidades contractuales 

que han ido variando y evolucionando durante el tiempo,  las cuales serán tratadas 

más adelante. 

 

1.1.1 Inicios del Petróleo: 
 

La historia del petróleo en el Ecuador se remonta hacia finales del siglo XIX, 

en la península de Santa Elena, Provincia del Guayas, cuando se otorgó la primera 

concesión para extracción de petróleo, brea y kerosene. En aquella época existían 

vastos y exclusivos derechos para la extracción de crudo, sin control estatal y sin que 

                                                 
2 Fuente: Banco Central del Ecuador y Junta de Defensa Nacional 
3
 Publicación de la Asociación de la Industria Hidrocarburífera del Ecuador, “El Petróleo en Cifras”, Quito, 2012, p. 22 
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se reporten mayores beneficios para el estado o las comunidades que habitaban los 

territorios comprometidos. 

  

 En 1911 se perforó el primer pozo en la misma provincia, con resultados 

favorables, así como se expidió el Código de Minería, que desde ese entonces, 

declaró de propiedad del estado al petróleo y sus derivados. Diez años más tarde se 

promulgó la ley que regulaba los yacimientos y depósitos de hidrocarburos, y se 

otorgó la primera concesión en la Amazonía ecuatoriana a una compañía 

estadounidense; pero es sólo hasta el año de 1928 en que el país empieza a 

exportar hidrocarburos. 

  

 En 1937 se crea la Ley de Petróleos, la que da apertura ilimitada a la inversión 

de compañías extranjeras para el descubrimiento de nuevos yacimientos. Esta 

tendencia se debió principalmente a dos factores: a) la producción en Santa Elena no 

era suficiente; y, b) la reducción de precios de la materia prima a nivel internacional, 

a consecuencia de la crisis mundial4 de los años veinte. Es así que en Ecuador se 

inició una campaña de búsqueda del recurso, para lo cual se otorgó varias 

concesiones5 a personas naturales y jurídicas. Un ejemplo es la concesión que la 

Junta Militar de Gobierno otorgó al Consorcio Texaco Gulf en la Amazonía, por más 

de un millón de hectáreas en el año de 1964. 

 

                                                 
4 Esta crisis fue conocida como la Gran Depresión, y tuvo lugar en 1920 antes de la Segunda Guerra Mundial, la misma que tuvo su origen a 
partir de la caída de la Bolsa de Valores de Nueva York en 1929. Las consecuencias fueron la caída de las rentas nacionales, de los precios y 

un gran descenso en el comercio internacional, así como el aumento del desempleo, dentro de las más importantes. 
5
 Concesión es un contrato mediante el cual el estado entrega a particulares, sean personas naturales o jurídicas,  la gestión y/o explotación de 

bienes públicos; en este caso se refiere a la explotación de hidrocarburos 
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 Esta realidad se presentó en varios países, según el libro Transacciones 

Petroleras Internacionales en América Latina: 

 

 […]At the beginning of the 20th century countries with significant oil reserves 
worldwide granted very liberal, long-term concessions for initial consideration 
largely equivalent to a bonus payment and a small royalty interest. The scope 
of the rights granted in these old concessions were very generous, and 
geographically enormous. These vast concessions lead to disputes over 
property rights as the rights of governments and oil companies became 
increasingly blurred. These disputes led some of these governments to rebuke 
claims of ownership by foreign oil companies, and eventually resulted in the 
expropriation of oil companies´ assets as a way of both asserting national 
sovereignty, and reasserting control over valuable resources […]6 

 

 De lo planteado, se puede deducir que el otorgamiento de generosos 

beneficios se debió, además de lo expuesto, a la falta de conocimientos y 

experiencia de los gobiernos para manejar sus propios recursos, lo cual fue tomado 

como ventaja por parte de aquellas personas naturales y jurídicas extranjeras que 

tenían el know how de la industria.  

 

1.1.2 El Boom Petrolero: 
 

A pesar de que como se menciona en párrafos precedentes, el petróleo ha 

estado presente en el territorio nacional por mucho tiempo, es en los años setenta en 

que adquiere mayor importancia. 

 

Los cambios fundamentales inician en 1971, cuando en el gobierno de José 

María Velasco Ibarra se promulga la primera Ley de Hidrocarburos, y la Ley 

Constitutiva de la Corporación Estatal Petrolera Ecuatoriana –CEPE––, entidad que 

                                                 
6 LUIS ENRIQUE CUEVO, STEVEN P. OTILLAR, ENTRE OTROS, Transacciones Petroleras Internacionales en América Latina, 

México D.F., Editorial Porrúa, 2011, p. 102 y 103. 
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se convierte en la operadora nacional. La promulgación de los citados cuerpos 

legales fue un gran avance y entraron en vigencia sino hasta en 1972.  

 

En el gobierno de Rodríguez Lara, inició la era petrolera nacional, pues el país 

empezó a producir mayor cantidad de crudo, cuyo precio internacional reportó un 

alza récord7; sumado al hecho de que inició operaciones el Sistema de Oleoducto 

Transecuatoriano (SOTE), cuya construcción había iniciado en el año 1970, y su 

objetivo era transportar crudo desde la región oriental hasta la provincia de 

Esmeraldas. Los fondos generados con la exportación del petróleo permitieron el 

surgimiento de la infraestructura necesaria para esta industria.  

 

Bajo el mandato de Rodríguez Lara, existió una política petrolera nacionalista, 

lo que llevó a dictar el Decreto 430, que pone en vigencia la Ley de Hidrocarburos 

promulgada en 1971, con ciertas modificaciones favorables al país: a) la norma 

regiría no sólo para los contratos nuevos, sino para los de concesión existentes con 

anterioridad, por lo que se concedió el plazo de un año para que las concesionarias 

se acojan a la figura del contrato de asociación; b) se estableció que CEPE estaba 

facultada para llevar a cabo las actividades de extracción de crudo por su propia 

cuenta, o mediante la suscripción de contratos con personas naturales o jurídicas 

privadas; c) se mantuvo los contratos de concesión, con la condición de que pasado 

cierto tiempo debían ceder parte de sus acciones y derechos a CEPE; d) se exigió 

mayores garantías a los contratistas para asegurar la devolución de los bienes del 

                                                 
7
 En 1973 se da la guerra del Ramadám (Yom Kippur), como consecuencia del conflicto árabe – israelí. Egipto y Siria atacaron Israel, 

provocando un embargo petrolero, que incrementó el valor del crudo de 2.90 a 12 dólares.  
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estado en buenas condiciones; e) limita el tiempo de asignación de campos a las 

petroleras a veinte años; y, f) se exigen cifras mínimas de inversión en los campos. 

 

Asimismo, se puso en vigencia la ley de CEPE, lo que permitió que esta 

institución del estado maneje por primera vez en la historia todas las fases de la 

industria, ejerciendo soberanía sobre los yacimientos existentes. En el año 1976, la 

citada institución adquirió la mayoría de acciones del consorcio Texaco – Gulf que 

operaba en Ecuador, tras habérsele imputado una serie de incumplimientos 

contractuales a la citada corporación. 

 

En el año de 1973 Ecuador entra a formar parte de la OPEP, y en 1978 se 

promulga una nueva codificación de la Ley de Hidrocarburos, que contiene algunas 

reformas, entre las más importantes se encuentran las siguiente: a) CEPE podrá 

celebrar contratos de asociación, operaciones hidrocarburíferas8, prestación de 

servicios con compañías nacionales y extranjeras, o mediante la conformación de 

compañías de economía mixta9 para la extracción de crudo, b) el periodo de 

explotación durará máximo veinte años y se puede prorrogar hasta diez años 

adicionales; c) cada contrato para exploración y explotación de yacimientos de 

hidrocarburos comprenderá una superficie no mayor de doscientas mil hectáreas; d) 

se establece el derecho del estado de declarar la caducidad de los contratos ante los 

                                                 
8 Art. 16 Ley Hidrocarburos de 1978: “…aquellos en que personas jurídicas, nacionales o extranjeras, debidamente calificadas, se obligan a 

realizar, con sus propios recursos económicos, técnicos y otros necesarios, por encargo de la Corporación Estatal Petrolera Ecuatoriana, 
actividades de exploración y explotación de hidrocarburos (…) el contratista recibirá en pago de sus operaciones un volumen de 

hidrocarburos que le permita recuperar sus inversiones, en plazos adecuados y con márgenes razonables de utilidad, negociados (…) 

aprobadas por el Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos…” 
9 Conforme al artículo 308 de la Ley de compañías vigente, “El Estado, las municipalidades, los consejos provinciales y las entidades u 

organismos del sector público, podrán participar, conjuntamente con el capital privado, en el capital y en la gestión social de esta compañía.”. 

Es decir, compañía de economía mixta, es la que se constituye con capital privado y público. 
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incumplimientos detallados en el artículo 74 de la ley, lo que implica: “… la inmediata 

devolución al Estado de las áreas contratadas y la entrega de todos los equipos, 

maquinarias y otros elementos de exploración o de producción, instalaciones 

industriales o de transporte, sin costo alguno para CEPE y, además, la pérdida 

automática de las cauciones y garantía rendidas según la Ley y el contrato, las 

cuales quedarán en favor del Estado…”10. 

 

A pesar de lo rentable que fue la exportación de petróleo para el país en la 

época a la que hacemos referencia en este subcapítulo, en los años ochenta se 

reportó un decrecimiento considerable del precio por barril de petróleo, a 

consecuencia de la guerra en Medio Oriente11, y sólo logró estabilizarse hasta finales 

de los años noventa. 

 

1.1.3 Aumento de la Participación de la Empresa Privada: 
 

Con la Reforma a la Ley de Hidrocarburos de 1982, se propicia una mayor 

participación de la empresa privada en la extracción de crudo, sin que el estado 

renuncie a los derechos de propiedad y uso sobre el mismo. En esta época se 

potencializa la figura del contrato de prestación de servicios petroleros, adjudicando 

millones de hectáreas mediante procesos licitatorios a las compañías que 

demostraban mayor experiencia, capacidad técnica y económica. Así también, el 

periodo de explotación en la práctica dejó de tener un límite en el tiempo, pues éste 

sería prorrogable mientras resulte conveniente al estado ecuatoriano. 

                                                 
10 Artículo 75 del a Ley de Hidrocarburos de 1978. 
11 En 1980 Irak invadió Irán, buscando la delimitación de fronteras entre los dos estados, y la anexión de la región de Shatt-al-Arab. La 

invasión inició en la provincia iraní de Juzestán, rica en petróleo. 
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 En 1985 se da la Primera Ronda Petrolera, y como resultado de ésta se firmó 

el contrato de prestación de servicios con Occidental Exploration & Production, para 

la explotación del bloque 15 en la provincia de Orellana; en 1989 se crea 

Petroecuador en  reemplazo de CEPE; y en 1992 Ecuador deja de ser parte de la 

OPEP. 

 

En 1990 se produce una crisis en el sector petrolero internacional, debido a la 

invasión de Irak a Kuwait, lo que incrementa el precio del crudo a nivel internacional. 

En 1993, se promulga la Ley No. 44, que reforma nuevamente la Ley de 

Hidrocarburos, entrando en vigencia el “contrato de participación para la exploración 

y explotación de hidrocarburos”, y los siguientes cambios: a) la posibilidad de que 

cualquier persona natural o jurídica domiciliada en el país pueda importar o exportar 

hidrocarburos; b) las contratistas que tengan suscritos contratos de participación 

podían exportar la parte del crudo que les correspondía; y, c) se promueve la 

preservación al ambiente, estableciéndose como un deber del estado el velar porque 

la actividades petrolera no produzca daños a las personas, propiedad ni ambiente.  

 

 Del análisis realizado hasta el momento en el Capítulo I de esta disertación, es 

importante mencionar e inducir ciertos hechos que enmarcan la situación petrolera 

nacional e internacional. En primer lugar, es indispensable conocer que existen tres 

grandes zonas productoras de petróleo en el mundo, lo cual no ha variado en más de 

cuarenta años: Medio Oriente, Europa y América del Norte; en segundo lugar se 

debe tener presente que la estabilidad social y económica son concluyentes para fijar 

el precio del petróleo en el mundo, pues tanto una crisis o el control de producción de 
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cualquiera de los productores antes citados, cuanto el grado de estabilidad 

económica que existe en éstos, en los mayores consumidores de hidrocarburos, 

como lo es la República de China, y en las bolsas de valores más importantes del 

mundo, tienen la capacidad de provocar una fluctuación severa en el precio 

internacional del barril de crudo. 

 

 Los factores antes mencionados han traído consecuencias a nivel nacional, y 

es por esta razón que al hacer una revisión de los hechos relatados en párrafos 

anteriores, se puede deducir que los cambios en la legislación han sido determinados 

o influenciados por las variaciones en el precio internacional de petróleo. Las 

corrientes nacionalistas y el incremento de los beneficios estatales surgen cuando el 

precio del petróleo se encuentra elevado, factor que se ha repetido a lo largo de la 

historia, lo que será corroborado más adelante; y por el contrario, al caer dicho valor, 

así como a los inicios de la explotación de crudo, se ha dado una mayor apertura y 

garantías a la inversión extranjera y mayores beneficios a los contratistas, con el 

objetivo de motivar la inversión exploratoria e incrementar la producción. 

 

1.1.4 Incremento de la Participación del Estado Ecuatoriano en los 
Ingresos del Petróleo: 

 

En el caso ecuatoriano, en el año 2006, a raíz de que el estado declaró la 

caducidad del contrato celebrado con la compañía norteamericana Occidental 

Exploration and Production Company, se dictó una reforma a la Ley de 

Hidrocarburos, con el objetivo de permitirle al Estado participar en las denominadas 
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“ganancias extraordinarias” –el excedente–, producidas por el incremento del precio 

del petróleo (en el 2004 el barril de petróleo superaba los setenta dólares de los 

Estados Unidos de Norteamérica), lo que había provocado un aumento significativo 

en los ingresos de las contratistas. 

 

El artículo 2 de la Ley No. 44 Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos 

establece lo que se cita a continuación, lo que es posteriormente ratificado en el 

artículo 2 del Reglamento Sustitutivo al Reglamento de la Ley No. 42-2006 

reformatoria a la Ley de Hidrocarburos:  

 

Artículo 2.- (…) Art. ... Participación del Estado en los excedentes de los 
precios de venta de petróleo no pactados o no previstos.- Las compañías 
contratistas que mantienen contratos de participación para la exploración y 
explotación de hidrocarburos vigentes con el Estado ecuatoriano de acuerdo 
con esta Ley, sin perjuicio del volumen de petróleo crudo de participación que 
les corresponde, cuando el precio promedio mensual efectivo de venta FOB 
de petróleo crudo ecuatoriano supere el precio promedio mensual de venta 
vigente a la fecha de suscripción del contrato y expresado a valores 
constantes del mes de la liquidación, reconocerán a favor del Estado 
ecuatoriano una participación de al menos el 50% de los ingresos 
extraordinarios que se generen por la diferencia de precios. Para los 
propósitos del presente artículo, se entenderá como ingresos extraordinarios 
la diferencia de precio descrita multiplicada por el número de barriles 
producidos. El precio del crudo a la fecha del contrato usado como referencia 
para el cálculo de la diferencia, se ajustará considerando el Índice de Precios 
al Consumidor de los Estados Unidos de América, publicado por el Banco 
Central del Ecuador. […] 

 

Dicho incremento fue aplicable tanto a los contratos de participación, cuanto a 

los “Convenios Operacionales de Explotación Unificada”12, y únicamente en el caso 

de que la diferencia de precios sea positiva, es decir, que el precio de venta 

internacional del petróleo sea superior al precio por barril que habría servido de 
                                                 
12 Según los considerandos de la Reforma a la Ley de Hidrcocarburos No. 42-2006, “…son los Convenios Operacionales de Explotación 

Unificada suscritos entre las compañías contratistas y PETROECUADOR o una de sus filiales, accesorios a los Contratos de Participación 

suscritos entre las mismas partes…” 
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parámetro para la negociación original de los contratos; bajo la lógica conceptual de 

la mencionada reforma legal.  

 

Parecería poco lógico que por vía legislativa se modifique un contrato, pues en 

palabras del Código Civil ecuatoriano, “todo contrato legalmente celebrado es una ley 

para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o 

por causas legales.”13. Esta norma del Código Civil está basada en uno de los 

principios básicos del Derecho denominado “pacta sunt servanda” que se refiere la 

firmeza de un contrato. 

 

 […] La regla pacta sunt servanda preside el acuerdo de voluntad con la 
entidad estatal, porque en virtud de ella el contrato es ley que debe cumplirse 
de buena fe. Su aplicación genera el derecho constituido y es fuente de 
seguridad para la actividad armónica y pacífica en favor de la comunidad. El 
orden jurídico le da efectos, como en el derecho privado, para los fines del 
Estado […]14 

 

En la exposición de motivos realizada por el Presidente de la República, a fin 

de justificar el espíritu de la Ley 42, se hace referencia al principio rebus sic 

stantibus, principio no recogido en la legislación positiva ecuatoriana, pero que ha 

sido aplicado a nivel internacional en la jurisprudencias y en algunos casos consta en 

la ley positiva. El Proyecto de Ley No. 27-1052, remitido al Congreso por el 

Presidente de la República con el carácter de económico-urgente el 2 de marzo de 

2006 establece primordialmente que el aumento de precio del petróleo a nivel 

mundial provocó un cambio significativo en las condiciones en las que inicialmente se 

celebraron los contratos petroleros existentes a esa fecha, lo cual rompió el equilibrio 

                                                 
13 Artículo 1561 del Código Civil ecuatoriano 
14

 PEDRO A. LAMPREA RODRÍGUEZ, Contratos Estatales, Bogotá, Editorial Temis S.A., 2007, p. 60. 
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económico de los mismos, al generarse beneficios excesivos para las compañías 

privadas, sobre los cuales el Estado no tenía participación15  

 

Tan es así, que se estableció textualmente que los citados contratos se 

celebraron “considerando la cláusula rebus sic stantibus, que significa que los 

contratos se entienden concluidos bajo la condición tácita de que subsistirán las 

condiciones originarias que se contrataron y que, cuando ello no ocurra y se 

produzca una transformación de tales circunstancias, se debe restablecer el 

equilibrio de las prestaciones en la medida en que un hecho extraordinario e 

imprevisible influya en lo que las partes hubieren previsto y bajo cuya base 

económica se obligaron…”. Cabe destacar que el Proyecto de Ley previó además el 

respeto a los parámetros técnicos, económicos y jurídicos inicialmente pactados en 

los contratos, pues únicamente se podía legislar sobre los hechos que escaparon a 

la voluntad de las partes, tal como fue el incremento extraordinario del precio 

internacional del petróleo.  

 

Tanto la doctrina como la jurisprudencia reconocen al principio rebus sic 

stantibus como una excepción al principio pacta sunt servanda. El primero se deriva 

de la teoría de la imprevisión, que justamente consiste en el surgimiento de hechos 

totalmente imprevisibles durante el periodo de vigencia de un contrato, que alteran 

de manera significativa el equilibrio de las contraprestaciones acordadas inicialmente 

                                                 
15

 El precio promedio de barril que fue considerado en los contratos de prestación era de quince USD. 15,00, y en 

el año 2005 el precio de barril se estimó en USD. 42,26. 
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entre las partes, tal como lo explica el Presidente, haciendo referencia a los contratos 

petroleros, en el proyecto de ley antes citado.  

 

[…]La teoría de la imprevisión tiende a compensar la excesiva onerosidad 
sobreviniente en la prestación a cargo de una de las partes del contrato, 
provocada por un cambio imprevisto producido en las circunstancias que 
constituyeron la base del contrato (…) El desarrollo de esta teoría, que se 
hallaba, según algunos, también insinuada en el derecho romano, se perfila 
nítidamente en la Edad Media a través de la cláusula rebus sic stantibus, 
donde se postula el respeto por la palabra empeñada, en tanto las 
circunstancias tenidas en cuenta al celebrar el contrato no sufran alteraciones 
fundamentales que trastoquen el equilibrio contractual[…]16 

 

Es objeto de análisis determinar si era viable y si fue correcto aplicar el 

principio rebus sic stantibus, a pesar de no estar recogido en la legislación local, lo 

que podría argumentarse constituye una afectación a la seguridad jurídica, de 

conformidad con el artículo 249 de la Constitución que se hallaba vigente en el 2006, 

que impedía la modificación unilateral de los contratos por leyes posteriores; sin 

embargo, este estudio no está enfocado en dilucidar esta realidad. Lo que sí se debe 

mencionar, es que la Ley 42 fue sujeto de demandas de inconstitucionalidad, que 

fueron desechadas mediante Resolución del Tribunal Constitucional 8, publicada en 

el Suplemento del Registro Oficial No. 350 de fecha 6 de septiembre de 2006. 

 

Continuando con la cronología de hechos suscitados en la historia petrolera 

ecuatoriana, en el año 2007 se promulga el Decreto Ejecutivo No. 622, que hace una 

nueva modificación a la repartición de las ganancias extraordinarias, fijando el 99% 

para el estado ecuatoriano y el 1% para las contratistas.  

                                                 
16 JUAN CARLOS CASSAGNE, El Contrato Administrativo, Buenos Aires, Editorial AbeledoPerrot, 2009, p. 107 y 108. 
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Bajo la presión de dicha norma, las autoridades emprendieron en una nueva 

renegociación de los contratos petroleros, cuyo fin era el obtener el compromiso en 

firme de las contratistas de migrar de la modalidad de participación a la de prestación 

de servicios. Para motivar tal compromiso, el 28 de diciembre del mismo año, se 

dicta la Ley Reformatoria s/n para la Equidad Tributaria en el Ecuador, que crea el 

impuesto a los ingresos extraordinarios el cual sería aplicable a las empresas que 

firmen contratos a partir de la vigencia de dicha Ley, sustituyendo este nuevo 

impuesto al gravamen señalado en la Ley 42. Si bien este nuevo impuesto gravaba 

igualmente los denominados ingresos extraordinarios, definidos en el artículo 195 de 

la citada ley como  “…aquellos percibidos  por las empresas contratantes, generados 

en ventas a precios superiores a los pactados o previstos en los respectivos 

contratos”, la tarifa del impuesto es el 70%, y la base imponible del impuesto es la 

totalidad de los ingresos extraordinarios obtenidos, entendidos como “la diferencia 

entre el precio de venta y el precio base establecido en el contrato, multiplicado por 

la cantidad de unidades vendidas, a la que hace referencia dicho precio.”17 Nótese 

que en la Ley 42, a más de que la tarifa era 99%, el precio base utilizado para 

calcular la base imponible era aquel correspondiente al mes en que se firmaron los 

contratos, lo cual en la mayoría de los casos daba precios de entre US$ 15 y 25 por 

barril que correspondía a los precios vigentes en los años en que se firmaron la 

mayor parte de los contratos de participación. En el caso de la Ley de Equidad 

Tributaria, las partes podían pactar en el contrato un precio base más acorde con la 

situación económica de cada uno de los bloques. En el caso de que el precio base 

                                                 
17 Artículo 169 Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria 
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de petróleo no haya sido acordado en los contratos de participación, éste debía ser 

establecido por el Presidente de la República, y en ningún caso podría ser menor al 

precio internacional vigente a la fecha de suscripción del contrato.  

 

La Ley 42 probablemente se dio en virtud de los contratos petroleros 

contenían normas de estabilidad tributaria, las cuales consistían en que al 

incrementar los impuestos en el estado ecuatoriano, incrementaba de manera 

proporcional la participación que recibían las contratistas; en consecuencia, la 

posibilidad de subir los impuestos para compensar el desequilibrio económico 

alegado por el estado, al haber incrementado el precio del petróleo a nivel 

internacional, resultaba inviable; es así que se tuvo que expedir una ley que por vía 

legal alterara la realidad contractual en materia de excedentes de los ingresos 

petroleros, ley que fue en cierta forma sustituida posteriormente por la Ley de 

Equidad Tributaria en la cual el gravamen impuesto sí tuvo el carácter de tributo. 

 

A raíz de estas dos reformas, en el 2008 se iniciaron las negociaciones de los 

contratos petroleros para cambiar del modelo de participación al de prestación de 

servicios. Se puede inducir claramente que el objetivo del gobierno con el citado acto 

administrativo y ley reformatoria, fue el de presionar a las compañías a renegociar 

sus contratos, pues bajo la condición 99-1 no resultaba rentable mantenerse bajo el 

esquema contractual que se encontraba vigente, y evidentemente era más 

conveniente acogerse a nuevas condiciones, que incluyan las disposiciones de la ley 

de equidad tributaria, fijando el precio por barril de mutuo acuerdo con el estado, y 

repartiendo las ganancias en un 70/30.  
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1.1.5 Reformas recientes a la Ley de Hidrocarburos: 
 

En el año 2010 se reporta la última reforma a la Ley de Hidrocarburos, 

mediante la cual todas las compañías operadoras se vieron obligadas a negociar y 

firmar con el estado ecuatoriano un nuevo modelo de contrato, el de “prestación de 

servicios”, para lo cual se otorgó un plazo máximo de 120 días a las petroleras que 

tenían concesiones grandes, y 180 días a que las que tenían a su cargo campos 

marginales. A las contratistas que no dieron cumplimiento a esta disposición, se les 

aplicó la terminación unilateral de los contratos que ostentaban. Esta presión sin 

duda se verificó por el alza del precio del barril de petróleo en el 2008, que alcanzó 

niveles que superaron los cien dólares. 

 

El contrato de prestación de servicios vigente en la actualidad, difiere del que 

se aprobó en los años ochenta, y se aplicó para prácticamente todas las contratistas 

hasta finales de los años noventa. La mayor diferencia radica en que se invierte la 

responsabilidad del riesgo sobre las variaciones en el precio internacional del 

petróleo, lo que será debidamente analizado en el Capítulo II. 

 

 Así también, el estado adquirió el control exclusivo del sector hidrocarburífero, 

correspondiéndole el cien por ciento de la participación del crudo. En consecuencia, 

el estado ejerce las actividades de exploración y explotación a través de las 

Empresas Públicas de Hidrocarburos, y tan sólo de manera excepcional podrá 

delegar dichas actividades a empresas nacionales o extranjeras con experiencia y 

capacidad técnica y económica. 
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Se crea un nuevo régimen institucional, separando los roles que estaban antes 

fusionados en Petroecuador, en aplicación de la teoría de igualdad entre públicos y 

privados, de la siguiente manera: a) la administración de los contratos está a cargo 

de la Secretaría de Hidrocarburos (antes Dirección Nacional de Hidrocarburos); b) 

gestión de los mismos estaría a cargo de empresas públicas que actúan como meras 

operadoras, empresas de economía mixta, o excepcionalmente a cargo de empresas 

privadas; y, c) el control operacional está a cargo de la Agencia de Regulación y 

Control de Hidrocarburos (ARCH). 

 

En el mismo año, se crea Petroamazonas EP, compañía estatal dedicada a la 

gestión de las actividades asumidas por el estado en el sector de los hidrocarburos. 

Esta compañía tiene a cargo la operación de los bloques petroleros que estaban 

siendo operados por las transnacionales que han salido del país, como es el caso de 

Occidental y Perenco a causa de conflictos que surgieron con el Estado, u otras 

como Petrobras, como consecuencia de no haber alcanzado un acuerdo con el 

Estado para migrar a la modalidad de prestación de  servicios dentro del plazo 

establecido en le referida Ley.  A finales del 2010 y principios del 2011, la mayor 

parte de las empresas que mantenías contratos de participación o contratos de 

campos marginales, migraron a la nueva modalidad de prestación de servicios, 

contratos que se encuentran vigentes a la fecha actual. 

 

Finalmente, en el año 2012 se da la firma de los primeros “Contratos de 

Prestación de Servicios Específicos con Financiamiento para la Optimización de la 

Producción y Recuperación Recuperada de Reservas” para campos maduros; y en 
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enero de 2013, mediante Decreto Ejecutivo 1351-A, Petroamazonas EP asume 

mediante una fusión por absorción, la operación de los campos operados por la ex 

Gerencia de Exploración y Producción de Petroecuador EP, convirtiéndose ésta en la 

única operadora nacional. 

 

De lo analizado en los dos últimos subcapítulos, se reafirma el criterio de que 

tanto las reformas a la Ley de Hidrocarburos, cuanto las modificaciones contractuales 

unilaterales por parte del estado, han sido siempre consecuencia directa del precio 

internacional del petróleo. Con las últimas reformas, el estado se aseguró de recibir 

la totalidad de los denominados ingresos extraordinarios producidos por el 

incremento del precio del petróleo, ya que todos los nuevos contratos de prestación 

de servicios fueron suscritos con una tarifa fija, invariable (salvo por efectos de la 

inflación o como consecuencia de la imposición de nuevos tributos) cuyo valor no 

estaba sujeto al incremento del precio del petróleo. El modelo contractual contempla 

el denominado “margen de soberanía” que corresponde al 25% de los ingresos 

brutos provenientes del área del contrato. Una vez restado dicho margen, del saldo 

(menos costos de comercialización y transporte) se cancelaría la tarifa acordada con 

las contratistas, lo cual es sostenible mientras el precio del petróleo mantenga los 

niveles de los últimos años; pero de reportarse bajas en dicho precio, las contratistas 

tendrán que seguir prestando sus servicios aunque no puedan cobrar la totalidad de 

su tarifa acordada. Se podría anticipar que de darse la situación planteada (i.e. una 

pronunciada y sostenida baja del precio del petróleo), se requerirán reformas a la 

legislación que incrementen los beneficios de las contratistas, o a su vez, que 
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equilibren los contratos, en aplicación del principio rebus sic stantibus, antes 

estudiado, con el fin de permitir la recuperación de las inversiones y así dar 

continuidad a la actividad petrolera. 

 

1.2 Régimen Constitucional aplicable a la administración, gestión, 
supervisión y control del sector estratégico relacionado con los 
recursos naturales no renovables. 
  

 La Constitución de la República del Ecuador, en sus artículos 313, 315 y 317 

contiene las reglas básicas referentes a la administración, gestión, supervisión y 

control de los recursos naturales no renovables, las que básicamente consisten en 

que: a) los recursos naturales pertenecen al patrimonio inalienable e imprescriptible 

del Estado; b) El estado administra, controla y gestiona los sectores estratégicos, 

entendidos como la energía en todas sus formas, recursos naturales renovables y no 

renovables, transporte y refinación de hidrocarburos, entre otros; y, c) El estado 

cuenta con empresas públicas cuyo objeto es la gestión de sectores estratégicos, 

prestación de servicios públicos, aprovechamiento de recursos naturales, y otros. 

Dichas empresas cuentan con autonomía financiera, económica y administrativa. 

 

 Los artículos citados hasta el momento no contienen mayores diferencias a lo 

que establecían las Cartas Magnas o legislación de hidrocarburos de años 

anteriores, pues si se los compara con la historia del petróleo en el Ecuador, relatada 

en este Capítulo I, se puede vislumbrar que el estado siempre ha sido quien maneja 

y administra los recursos naturales; la existencia de las empresas públicas de igual 

manera se verifica desde hace tiempo atrás: CEPE que luego se convirtió en EP 
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Petroecuador, actualmente fusionada –en la parte de exploración y explotación– con 

Petroamazonas EP, cuyo objeto ha sido el de gestionar y administrar los derivados 

de petróleo y gas natural; así como también ha existido en el pasado, y sigue 

estando vigente la posibilidad de constituir empresas mixtas con la participación del 

estado, como es el caso de la Compañía de Economía Mixta Operaciones Río Napo, 

conformada por EP Petroecuador y Pedevesa (Petróleos de Venezuela) que opera el 

campo Sacha hoy en día. 

 

Por último, al comparar el contenido del artículo 317 con el análisis histórico 

previo, se puede ver que los recursos naturales no renovables han pertenecido al 

estado desde que se dictó la primera Ley de Minería en el año de 1911.  

 

Por el contrario, los artículos que se citan a continuación, tienen 

particularidades introducidas en la Constitución del 2008, por lo que es importante 

analizarlas: 

 

Artículo 316 Constitución de la República del Ecuador.- El Estado podrá 
delegar la participación en los sectores estratégicos y servicios públicos a 
empresas mixtas en las cuales tenga mayoría accionaria. La delegación se 
sujetará al interés nacional y respetará los plazos y límites fijados en la ley 
para cada sector estratégico. El Estado podrá, de forma excepcional, delegar 
a la iniciativa privada y a la economía popular y solidaria, el ejercicio de estas 
actividades, en los casos que establezca la ley […] 

 

 La diferencia sustancial que contiene este artículo, es la delegación de la 

participación de los sectores estratégicos, entre ellos la exploración y explotación de 

hidrocarburos, a la iniciativa privada, sólo por excepción. El Artículo 247 de la Carta 

Magna de 1998 establecía que: “Son de propiedad inalienable e imprescriptible del 
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Estado  los  recursos  naturales  no  renovables (…) Estos  bienes  serán  explotados  

en  función  de  los  intereses nacionales. Su exploración y explotación racional 

podrán ser llevadas a  cabo  por  empresas  públicas, mixtas o privadas, de acuerdo 

con la ley.” (El subrayado le pertenece al autor).  

 

A la par con lo que se está analizando, es necesario mencionar la sentencia 

interpretativa No. 001-12-SIC-CC, dictada el 30 de enero de 2012 por la Corte 

Constitucional para el Período de Transición, que tiene el carácter de normativa y 

vinculante general. Este dictamen se dio en virtud de una petición del Presidente de 

la República –Rafael Correa– de interpretar los artículos 313, 315 y 316 de la 

Constitución. La Corte concluyó luego de su análisis y consideraciones 

principalmente en que: “…Debe entenderse que las empresas públicas únicamente 

gozan de la facultad de gestionar los sectores estratégicos y/o prestar los servicios 

públicos, para los que hubieren sido autorizadas, sin que les esté permitido a su vez, 

a dichas empresas públicas, delegar a la iniciativa privada la gestión de los sectores 

estratégicos y/o la prestación de los servicios públicos, lo cual es competencia de los 

organismos pertinentes conforme lo establecido en la ley…”. Es decir, que el Estado 

únicamente debe autorizar a las empresas públicas la gestión de los sectores 

estratégicos y/o la prestación de servicios públicos, a través de las instituciones del 

gobierno que se encuentren facultadas para ello mediante atribuciones legales; y 

solo por excepción, dicha delegación se hará en favor de las empresas privadas o 

economía popular y solidaria. 
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Al hacer un análisis del artículo 316 de la Constitución de la República del 

Ecuador, así como de la sentencia citada, se puede deducir que el objetivo del 

estado es tomar total control sobre sus recursos, por lo que los explotará de manera 

prioritaria a través de las empresas púbicas creadas para el efecto; con lo cual 

además, refuerza la necesidad de renegociar los contratos de participación, para 

adoptar la figura de los de prestación de servicios, pues al amparo de la Constitución 

actual, no resultaría muy coherente que un privado participe de la producción del 

crudo que es de propiedad y está en control del estado ecuatoriano, pero sí que 

reconozca a las contratistas un valor determinado por los servicios que ha prestado 

para la extracción de hidrocarburos. 

 

La sentencia además aclara que la delegación a la iniciativa privada 

únicamente puede hacerse a través del Estado Central, o sus autoridades de control 

y regulación competentes, lo que quiere decir que en el caso del sector 

hidrocarburífero, debe hacerse exclusivamente por medio del Ministro de Recursos 

Naturales No Renovables y la Secretaría de Hidrocarburos, entidades encargadas de 

la administración del sector. Se desprende de lo mencionado, que las empresas 

públicas que tenían a su cargo la gestión u operación de campos o bloque petroleros, 

no estarían en capacidad legal de delegar a terceros la facultad de explorar y 

explotar hidrocarburos.  

 

A continuación se cita la última disposición constitucional a ser analizada en 

este Capítulo y que establece un principio fundamental en cuanto a la repartición de 

la rentra petrolera entre el Estado y compañías privadas: 
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Artículo 408 Constitución de la República del Ecuador.- Son de propiedad 
inalienable, imprescriptible e inembargable del Estado los recursos naturales 
no renovables y, en general, los productos del subsuelo, yacimientos 
minerales y de hidrocarburos, substancias cuya naturaleza sea distinta de la 
del suelo, incluso los que se encuentren en las áreas cubiertas por las aguas 
del mar territorial y las zonas marítimas. (…) El Estado participará en los 
beneficios del aprovechamiento de estos recursos, en un monto que no será 
inferior a los de la empresa que los explota. El Estado garantizará que los 
mecanismos de producción, consumo y uso de los recursos naturales y la 
energía preserven y recuperen los ciclos naturales y permitan condiciones de 
vida con dignidad […] 

 

El contenido del artículo citado se origina en similares conceptos que 

inspiraron las reformas, tanto legislativas como tributarias analizadas previamente, 

que modificaron los contratos de participación vigentes hasta el año 2007 

(aproximadamente) y los transformaron en contratos de prestación de servicios.  En 

la mencionada norma se estableció, con rango constitucional, que el estado no podrá 

recibir un valor inferior al que reciben los privados como beneficios por la explotación 

de recursos naturales que le pertenecen a la nación. 

 

CAPITULO 2: MODALIDADES CONTRACTUALES TRADICIONALES 
DE DELEGACIÓN CONTEMPLADAS EN LA LEY DE 

HIDROCARBUROS  
 

Los contratos que rigen el negocio petrolero tienen como fin fundamental el 

definir la forma en que se repartirá la renta generada por la explotación de crudo, 

entre la contratista (privado) y el estado ecuatoriano; así como el determinar la forma 

como éstos contratantes se distribuirán los diversos riesgos que esta actividad trae 

consigo. 
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Los riesgos inherentes a la industria petrolera son: a) El precio internacional 

del petróleo, pues éste fluctúa dependiendo la situación económica y política de los 

principales consumidores y productores en el mundo, tal como se explicó en el 

Capítulo anterior de este estudio; b) Exploratorio, geológico o de inversión, pues 

pesar de los estudios y elevada inversión que se da en la etapa exploratoria, no 

existe nunca la certeza absoluta de encontrar crudo o de las características del crudo 

descubierto; c) Superficie u operativo, ya que esta industria es una de las que más 

alto riesgo ambiental y catastrófico presenta tanto para el ambiente, cuanto para los 

trabajadores; d) Políticos, debido a que los cambios de autoridades y de políticas que 

afecten esta industria, así como la seguridad jurídica del país tiene la capacidad de 

afectar a estos marcos contractuales; y, e) Sociales, ya que las áreas afectadas con 

la exploración y explotación de crudo son amazónicas, con vegetación y animales 

diversos, y habitadas por poblaciones ancestrales ecuatorianas, muchas de las 

cuales no están siquiera en contacto con la civilización, con las cuales hay que llegar 

a acuerdos y procurar mantenerlos sin afectaciones. 

 

Las diversas modalidades contractuales que se analizarán a continuación se 

diferencian principalmente en la definición de qué parte asume el riesgo de la 

inversión y por tanto como afecta eso a la rentabilidad de las partes en el contrato.    

 

2.1   Naturaleza Jurídica de los Contratos de Participación 
 
        

La Ley de Hidrocarburos vigente define a este marco contractual como, 

“…aquellos celebrados por el Estado por intermedio de la Secretaría de 
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Hidrocarburos, mediante los cuales delega a la contratista (…) la facultad de explorar 

y explotar hidrocarburos en el área del contrato, realizando por su cuenta y riesgo 

todas las inversiones, costos y gastos requeridos para la exploración, desarrollo y 

producción…” 

 

Las principales características de esta modalidad contractual son las 

siguientes: a) la contratista tiene derecho a una participación en la producción del 

área del contrato, una vez que se empiece a extraer hidrocarburo, la que se calcula 

en base al porcentaje acordado en el contrato por la contratista y el estado 

ecuatoriano, y dependiendo del volumen de crudo producido por día; b) la 

participación se valora al precio de venta de los hidrocarburos del área del contrato, y 

en ningún caso puede ser menor al precio de referencia18; c) la participación puede 

ser recibida en crudo o en dinero; d) los contratistas bajo esta modalidad están 

exentos del pago de regalías, primas de entrada, derechos usufructuarios y aportes 

en obras de compensación; e) en caso de devolución o abandono total del área del 

contrato por la contratista, nada deberá el estado y quedará extinguida la relación 

contractual, entre otras. 

 

Bajo estos contratos, el contratista privado asume la totalidad de la inversión y 

su riesgo, y el estado tiene derecho a un porcentaje acordado de la producción (más 

los impuestos que toda contratista debe pagar por Ley), por el simple hecho de ser el 

dueño de los yacimientos petrolíferos. En consecuencia, el riesgo de la inversión al 

                                                 
18 Artículo 71 de la Ley de Hidrocarburos: “…El precio de referencia de los hidrocarburos será el precio promedio ponderado del último mes 
de ventas externas de hidrocarburos realizadas por PETROECUADOR, de calidad equivalente. En el caso del gas natural se considerará el 

precio de referencia de los energéticos sustituibles. Los precios de referencia podrán ser discutidos con las empresas productoras, con el fin de 

analizarlos y revisarlos, cada vez que nuevas condiciones, que afecten a los factores mencionados, lo hagan necesario o lo justifiquen.…” 
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estar 100% en el contratista, debería, por principio general, traducirse en mayores 

ganancias para el privado, al hacerse cargo de un riesgo alto. Es por esta razón, que 

antes de la expedición de la Ley 42, analizada anteriormente, la contratista percibía 

ingresos adicionales al incrementarse el precio internacional del petróleo, ganancias 

que posteriormente fueron limitadas. 

 

2.2.  Naturaleza Jurídica de los Contratos de Asociación 
 
 

Los contratos de asociación son definidos por la Ley de Hidrocarburos como 

“…aquellos en que la Secretaría de Hidrocarburos contribuye con derechos sobre 

áreas, yacimientos, hidrocarburos u otros derechos de su patrimonio, y en que la 

empresa asociada contrae el compromiso de efectuar las inversiones que se 

acordaren por las partes contratantes…” 

 

Esta figura contractual primó en la República del Ecuador desde los años 

setenta hasta los noventa aproximadamente; sus principales características son: a) 

como pago y utilidad por las inversiones privadas realizadas, el estado y la 

contratista negocian los niveles de participación en los resultados de la producción 

de hidrocarburo; b) el estado tiene derecho a adquirir participación en los derechos y 

acciones conferidos en los contratos, así como en los activos (adquiridos por los 

contratistas) necesarios para la ejecución de los mismos; c) es obligación de la 

contratista pagar primas de entrada, derechos usufructuarios, regalías, obras de 

compensación, contribuciones para la educación de los sectores afectados por las 

actividades extractivas, derechos para utilización de agua y materiales, impuestos y 
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gravámenes; d) en el caso de abandono o devolución total de áreas por falta de 

producción, el estado nada deberá a la empresa asociada y quedará extinguida la 

relación contractual de asociación; y, e) la contratista debe realizar gastos e 

inversiones mínimas, los que no alterarán la escala de participación de los 

resultados, en caso de que sean excedidos los montos acordados en el contrato. 

 

La facultad del estado de adquirir derechos y acciones que éste mismo 

entregó a las contratistas, resulta uno de los diferenciadores fundamentales de este 

tipo de contratos, así como el hecho de que los contrayentes forman una asociación, 

en la cual el estado aporta con los derechos sobre los yacimientos y demás de su 

patrimonio, mientras que el contratista aporta con capital, trabajo y tecnología. De 

dichas aportaciones, se acuerda el porcentaje de participación que tendrá cada uno 

de ellos. 

 

Por otro lado, al ser una sociedad, el riesgo de la inversión está distribuido 

entre el privado y el estado en proporción a su porcentaje de asociación, ambas 

partes contribuyen en los costos de operación y las dos corren con el riesgo del 

precio del petróleo. 

 

2.3   Naturaleza Jurídica de los Contratos de Prestación de Servicios 
bajo la normativa vigente. 
 

 

El Contrato de Prestación de Servicios para la exploración y explotación de 

hidrocarburos, está definido en el artículo 16 de la Ley de Hidrocarburos de la 
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siguiente manera: “Son contratos de prestación de servicios para la exploración y/o 

explotación de hidrocarburos, aquéllos en que personas jurídicas previa y 

debidamente calificadas, nacionales o extranjeras, se obligan a realizar para con la 

Secretaría de Hidrocarburos, con sus propios recursos económicos, servicios de 

exploración y/o explotación hidrocarburífera, en las áreas señaladas para el efecto, 

invirtiendo los capitales y utilizando los equipos, la maquinaria y la tecnología 

necesarios para el cumplimiento de los servicios contratados...” 

  

Esta figura contractual fue modificada por el Decreto Ley s/n, publicado en el 

Registro Oficial No. 244-S, de fecha 27 de Agosto de 2010. Sus principales 

características son las siguientes: a) el contratista tendrá derecho al pago de una 

tarifa por barril de petróleo neto producido19 y entregado al estado en un punto de 

fiscalización20, siempre que se haya generado producción en el área del contrato; b) 

la tarifa antes indicada, se fija en el contrato, tomando en cuenta un estimado de la 

amortización de las inversiones, costos, gastos y una utilidad razonable, así como el 

riesgo en el que incurre la contratista para realizar las actividades de exploración y 

explotación; c) de los ingresos generados en el área del contrato, el estado se 

reserva el 25% de los ingresos brutos21; c) el 75% restante cubre en primer lugar los 

costos de transporte y comercialización en que incurre el estado, y en segundo lugar, 

la tarifa a la contratista por los servicios prestados; d) la contratista tiene preferencia 

para la compra de los hidrocarburos producidos, a un precio que no será menor al de 

                                                 
19 Según el artículo 16 de la Ley de Hidrocarburos, este valor corresponde al ingreso bruto de la contratista.  

20 Artículo 1 Reglamento para el transporte de petróleo crudo a través del sistema de oleoducto transecuatoriano y la red de oleoductos del 

Distrito Amazónico: “Centros de Fiscalización y Entrega: Son los sitios convenidos por las partes y aprobados por el Ministerio del ramo, 
equipados con unidades LACT, donde se mide la producción de hidrocarburos, se determina los volúmenes de participación de las partes y se 

entrega la participación del Estado.” 

21 Este porcentaje constituye el margen de soberanía 
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referencia; e) el pago de la tarifa puede hacerse en dinero, en especie (con 

hidrocarburos, siempre que no perjudique al consumo interno del país) o de forma 

mixta; y, f) pueden haber tarifas adicionales para actividades adicionales realizadas 

por la contratista, siempre y cuando éstas impulsen el descubrimiento de nuevas 

reservas o constituyan nuevas técnicas de recuperación mejorada de las reservas 

existentes; 

 

A consecuencia de los hechos relatados en el Capítulo I de este estudio, esta 

es la única modalidad contractual tradicional de delegación por excepción, que se 

está aplicando en la actualidad y bajo la cual se explora y se explota hidrocarburos 

por intermedio de entidades distintas a las instituciones públicas. 

 

Bajo estos contratos, el contratista asume la totalidad del riesgo de la 

inversión, y del precio del petróleo, debido a que por los servicios prestados, recibe 

una tarifa fija, calculada como se explica en párrafos anteriores, la cual se paga del 

ingreso disponible, es decir, luego de deducir el 25% del margen de soberanía, los 

costos de transporte y comercialización. Se puede decir que desde el punto de vista 

del riesgo, que la contratista asume todo el riesgo, y el estado únicamente los 

beneficios. 
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2.4    Comparación entre el Contrato de Prestación de Servicios 
antes de la Reforma a la Ley de Hidrocarburos del año 2010, con el 
Marco Jurídico Actual. 
 

La figura del contrato de prestación de servicios para la exploración y 

explotación de hidrocarburos se encontraba prevista en la Ley de Hidrocarburos de 

1982, establecía lo siguiente: “Son contratos de prestación de servicios para la 

exploración y explotación de hidrocarburos, aquellos en que personas jurídicas, 

previa y debidamente calificadas, nacionales o extranjeras, se obligan para con 

CEPE a realizar, con sus propios recursos económicos, servicios de exploración y 

explotación hidrocarburífera en las áreas señaladas para el efecto invirtiendo los 

capitales y utilizando los equipos, la maquinaria y la tecnología necesarios para el 

cumplimiento de los servicios contratados…” 

 

Sus principales características eran: a) CEPE debe deducir los costos de 

producción, transporte y comercialización antes de la distribución de sus ingresos 

bajo estos contratos; b) el contratista tiene derecho al reembolso de sus inversiones, 

costos, gastos y pago por sus servicios, sólo en el caso de que se halle hidrocarburo 

comercialmente explotable; c) los reembolsos a la contratista pueden hacerse en 

dinero, en especie o de forma mixta; d) si el pago se recibe en dinero, la contratista 

tiene opción preferente de compra sobre no más del 50% del saldo exportable de la 

producción del bloque a ella asignado; e) el contratista no está sujeto al pago de 

regalías, pagos de entrada, derechos usufructuarios y aportes en obras de 

compensación; y, f) el hidrocarburo es de propiedad exclusiva del estado. 



41 

 

 
  

 Como se puede inferir, la principal diferencia que existe entre la modalidad 

anterior de Contrato de Prestación de Servicios y aquella vigente en la actualidad, es 

que en la modalidad anterior si bien la contratista asume el riesgo de la inversión 

(riesgo exploratorio), el estado asume el riesgo del precio porque se obliga a 

reembolsar a la contratista las inversiones, costos y gastos. Adicionalmente, en 

ciertos casos, la tarifa que se pagaba a la contratista era variable (calculada en 

función de precio del petróleo y de la producción), y se pagaba del ingreso bruto, no 

del disponible (restado el margen de soberanía), lo que le disminuía el riesgo de que 

no se cancele la tarifa a la contratista. 

  

2.5   Contratos de Riesgo vs. Contratos Civiles de Prestación de 
Servicios  
 

Como se puede ver claramente de las definiciones y análisis previos 

contenidos en este Capítulo, la Ley de Hidrocarburos delega tanto a empresas 

privadas como mixtas, el riesgo de la inversión, al estar a su cargo las actividades de 

exploración, para las cuales se concede un tiempo determinado en el que si no se 

logra descubrir yacimientos sujetos a extracción, la delegataria no tiene derecho a 

reembolsos de inversiones ni gastos.  

 

Por su parte, la Sentencia Interpretativa No. 001-12-SIC-CC, establece que: 

“…el Estado Central, a través de las autoridades de control y regulación competentes 

de la Administración Pública o gobierno central, que tengan dicha atribución legal, 

podrá delegar a empresas mixtas, o excepcionalmente a la iniciativa privada (…), la 
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gestión de los sectores estratégicos y/o la prestación de los servicios públicos, en los 

casos contemplados en la ley de la materia o sector pertinente…”. Al delegar la 

gestión22, se infiere que lo que se está delegando es el riesgo, con lo cual resulta 

lógico que todos los tipos contractuales petroleros trasladen éste a las contratistas. 

 

Según la Primera Parte del libro Transacciones Petroleras Internacionales en 

América Latina, respecto a la Perspectiva Regional y Figuras Contractuales 

Latinoamericanas, los contratos internacionales para exploración y producción (E&P), 

son: 

 

[…] are essentially contracts of risk in which the investor assumes one hundred 
percent of the investment risk. With national oil companies controlling the 
majority of existing oil and gas reserves the conventional contribution of risks 
under E&P contracts should also be revised with the State and its agencies 
assuming significant part of such risks. However, present oil and gas granting 
instruments23 are still drafted under the nineteenth century imperial notion of 
“exploitation” and “concession” and assuming that multinational companies 
should bear all exploratory risks. This notion seems inconsistent with multiple 
countries competing to attract foreign investors […]24 

 

Por su parte, la Ley de Hidrocarburos y su Reglamento establecen una 

excepción para la celebración de los contratos petroleros, los contratos de obras y 

servicios específicos, definidos a continuación: 

 

Artículo 17 Ley de Hidrocarburos.- Los contratos de obras o servicios 
específicos a que se refiere el inciso segundo del Art. 2 son aquellos en que 
personas jurídicas se comprometen a ejecutar para PETROECUADOR, obras, 
trabajos o servicios específicos, aportando la tecnología, los capitales y los 
equipos o maquinarias necesarias para el cumplimiento de las obligaciones 

                                                 
22 Según la definición del Diccionario Enciclopédico Océano Uno, gestionar o gestión es realizar diligencias para la consecución de un fin. 
23 LUIS ENRIQUE CUEVO, STEVEN P. OTILLAR, ENTRE OTROS, Transacciones Petroleras Internacionales en América Latina, 

México D.F., Editorial Porrúa, 2011, p. 23: Granting Instrument: “International Petroleum granting instruments grant exclusive rights. It is of 
the essence of oil and gas exploration and exploitation agreements to grant exclusive rights to the contractor or concessionaire. 
24 LUIS ENRIQUE CUEVO, STEVEN P. OTILLAR, ENTRE OTROS, Transacciones Petroleras Internacionales en América Latina, 

México D.F., Editorial Porrúa, 2011, p. 8 y 9. 
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contraídas a cambio de un precio o remuneración en dinero, cuya cuantía y 
forma de pago será convenida entre las partes conforme a la Ley […] 

 

Artículo 16 Reglamento a la Ley de Hidrocarburos.- Los campos en 
producción, cuya gestión se encuentran actualmente a cargo de las empresas 
públicas o sus subsidiarias, no serán delegadas a través de las modalidades 
contractuales previstas en el artículo 2 de la Ley de Hidrocarburos a empresas 
estatales de la comunidad internacional o a la iniciativa privada; sin perjuicio 
de que puedan realizarse contratos de servicios específicos de conformidad 
con el artículo 17 de la Ley de Hidrocarburos […] 

 

Con base a una interpretación literal de la definición contenida en la Ley de 

Hidrocarburos, los contratos de obras y servicios específicos tienen ciertas 

particularidades como que: a) implican una especialidad; b) debe suscribirse para la 

realización de una actividad concreta, específica, particular; c) no implican 

delegación de actividades, sino un encargo, y generalmente formalizan a través de 

una contratación directa. Adicionalmente, al amparo de esta interpretación literal del 

texto legal, bajo estos contratos el estado asumiría la totalidad del riesgo de la 

inversión, pues no la delega, y el privado como contraprestación al servicio prestado 

recibe un monto exclusivamente en dinero. 

 

Concordantes con la figura analizada en los artículos citados anteriormente, 

se encuentran los contratos civiles de prestación de servicios, cuya naturaleza 

jurídica no enmarca para la contratista un factor de riesgo significativo del tipo que 

vemos en los contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos, y los 

cuales deben ser interpretados bajo el Libro IV del Código Civil. Éstos son 

generalmente suscritos por empresas petroleras públicas o privadas, con empresas 

llamadas de “prestación de servicios petroleros”, cuyo objeto social no incluye 

actividades de exploración y explotación de hidrocarburos. 
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[…]Los contratos de servicios, se definen como aquellos en los cuales, se 
paga un honorario al contratista por servicios relacionados a la producción de 
recursos naturales, donde toda la producción le pertenece al gobierno. 
Objetivamente estos contratos tienden a ser preferidos por los gobiernos 
locales porque ofrecen a la compañía petrolera nacional el mayor 
involucramiento, mientras el contratista acuerda un honorario por proveer sus 
servicios o información técnica para el desarrollo de un proyecto petrolero 
[…].25 

 

 

Con base a lo relatado en este subcapítulo, se podría decir que utilizar este 

tipo de contratos para delegar actividades de exploración y explotación no sería 

acorde con la naturaleza jurídica de los mismos. Algunos casos de análisis serán 

presentados más adelante. 

 
CAPITULO 3: FORMAS CONTRACTUALES NO TRADICIONALES  

 

3.1   Políticas petroleras que han impulsado nuevas y diferentes 
formas de contratación, así como nuevos participantes en las 
actividades de exploración y explotación de hidrocarburos. 

 

Como se analizó en capítulos anteriores, desde que se descubrió petróleo en 

el territorio nacional, se han implementado, con mayor o menor éxito,  diversas 

políticas que buscaron incrementar la extracción de crudo y encontrar nuevos 

yacimientos. El gobierno actual además tiene como uno de sus objetivos 

fundamentales el incrementar reservas petroleras y contar con una producción 

sostenida, lo que significa que los campos petroleros no bajen sus niveles de 

producción, para lo cual se requiere de una elevada inversión debido a la tecnología 

que debe aplicarse para la consecución de estos fines.  

 

                                                 
25 LUIS ENRIQUE CUEVO, STEVEN P. OTILLAR, ENTRE OTROS, Transacciones Petroleras Internacionales en América Latina, 

México D.F., Editorial Porrúa, 2011, p. 104 y 105  
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Es así como el gobierno, ya sea a través de la Secretaría de Hidrocarburos, o 

de la operadora nacional, Petroamazoas EP, ha convocado a compañías privadas 

(operadoras y de servicios petroleros) a diversos procesos, que tienen como fin 

entregar bloques para descubrir nuevos yacimientos petrolíferos, o para mejorar la 

producción, con capital privado y el riesgo a cargo de las contratistas. 

 

Algunos de los procesos más importantes que han perseguido los objetivos 

antes citados, son el de Campos Maduros, Campos Marginales y la Undécima Ronda 

Petrolera, que fue promocionada en las ciudades de Bogotá, Houston, París, 

Singapur y Beijing, y que busca encontrar yacimientos en 17 bloques del suroriente 

amazónico.  

 

El primero de ellos promovido por EP Petroecuador a finales del año 2010, 

consistió básicamente en una calificación técnica y económica por parte de cinco 

empresas de servicios petroleros que estuvieron invitadas, para la posterior 

negociación de un contrato para el incremento de producción de los campos  

maduros denominados Shushufindi, Cuyabeno, Auca, Libertador y Lago Agrio; 

únicamente se firmaron dos contratos, y al no haberse llegado a un acuerdo respecto 

de los campos restantes, se dio por terminado el proceso. 

  

 El segundo es promovido por la Secretaría de Hidrocarburos, en donde se 

invitó a operadoras y compañías de servicios petroleros, quienes debían cancelar un 

valor determinado por recibir información referente a los campos de su interés, a fin 
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de estudiarla y presentar ofertas. También existen contratos firmados por algunos 

campos, con entidades particulares nuevas, la mayoría de ellos consorcios.  

 

Respecto a la Undécima Ronda Petrolera, ésta es promovida por la Secretaria 

de Hidrocarburos, se invitó a las mismas empresas referidas en el párrafo inmediato 

anterior, sin embargo el proceso de adjudicación se postergó, tras llevar a cabo un 

proceso licitatorio común. 

 

Es importante mencionar que en Agosto de 2013, Petroamazonas EP, ahora 

fusionada con lo que fueron varias gerencias de EP Petroecuador dedicadas 

exclusivamente a la exploración y explotación de hidrocarburos, invitó  nuevamente a 

empresas privadas para que presenten documentación que acredite experiencia 

técnica, lo que ha concluido en la celebración de nuevos contratos muy semejantes a 

los de campos maduros, los que empezaron a ejecutarse a finales del año 2014. 

 

3.2   Proceso para la adjudicación de campos maduros. 
 

 

Esta investigación se enfocará principalmente en el análisis del proceso de 

campos maduros, como una de las formas contractuales no tradicionales mediante 

las cuales se han adjudicado campos petroleros por parte del estado, para el 

desarrollo de actividades de exploración y explotación.  

 

Conforme reza de los antecedentes del contrato de campos maduros, así 

como de información de dominio público, y ampliando lo que se dijo en el numeral 
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anterior respecto al proceso de adjudicación de los mismos, EP Petroecuador 

aproximadamente en el año 2010 empezó con firmar acuerdos de confidencialidad 

con varias compañías operadoras y de servicios petroleros que estaban interesadas 

en estudiar la información técnica referente a cinco campos: Auca, Shushufindi, 

Cuyabeno, Libertador y Lago Agrio, para posteriormente presentar ofertas conforme 

a los lineamientos que proporcionare en el futuro la mencionada institución pública. 

 

Mediante oficio No. DPR-0-10-22, de fecha 27 de septiembre de 2010, el 

actual Presidente de la República manifiesta que es prioridad estratégica del 

gobierno nacional, el desarrollo de los campos maduros, y solicita al gerente de EP 

Petroecuador dar cumplimiento a un cronograma de actividades tendientes a ejecutar 

las contrataciones necesarias en relacionada a este proyecto. 

 

 A finales del año 2010, EP Petroecuador lanzó la “Cartilla de Campos 

Maduros”, e invitó a participar en el proyecto de incremento de la producción y 

recuperación mejorada de éstos, únicamente a cinco compañías de servicios. La 

cartilla buscaba la entrega de información económica (solvencia y capacidad de 

inversión) y técnica (acreditación de experiencia en proyectos de similares 

características) que permita a EP Petroecuador calificar a las participantes y 

establecer un orden de prelación para iniciar negociaciones, más no la presentación 

de ofertas para el proyecto. Para la entrega de la cartilla fue necesario cancelar el 

valor de cincuenta mil dólares por cada campo sobre el cual existía interés de 

participación. Luego de evaluadas las cartillas, se publicó un orden de prelación de 

las compañías que obtuvieron mayor puntaje por parte del Directorio de EP 
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Petroecuador, conformado también por miembros del actual Ministerio de Recursos 

Naturales no Renovables.   

 

Una vez determinados los posibles socios, el mencionado Directorio resuelve 

que la forma de contratación será la directa, y en el mes de mayo de 2011 inicia un 

proceso de negociación técnica (respecto a las actividades a desarrollarse para 

lograr el incremento de la curva de producción que mantenía EP Petroecuador), 

económica y del marco contractual. 

 

En enero de 2012 se firman los dos primeros contratos (para los campos 

Shushufindi y Libertador) con consorcios conformados por dos de las empresas de 

servicios petroleros invitadas, junto con compañías operadoras e inversoras, luego 

de un año de negociaciones.  

 

3.3   Análisis comparativo de la naturaleza jurídica de los contratos 
de campos maduros. 
 

Del breve recuento realizado en el numeral anterior, se puede determinar 

claramente que el proceso de campos maduros fue sui generis en gran parte, si no 

en su totalidad, debido a la presencia de: a) la “Cartilla”, una figura que no había sido 

aplicada anteriormente; b) el proceso de negociaciones directas, técnicas y 

económicas, similar al que se realiza con las operadoras bajo la Ley de 

Hidrocarburos; c) la falta de un modelo de contrato; y, d) la inexistencia de normas de 

las cuales se derive el marco jurídico contractual, sino hasta poco tiempo antes de la 

firma de los contratos.  
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Por las razones expresadas no se supo desde un inicio cuál sería la 

naturaleza jurídica de los contratos de campos maduros ni bajo qué normativa se 

regirían, y en consecuencia a continuación se realizará un análisis comparativo con 

las formas contractuales previstas en la legislación ecuatoriana, a las que debió 

ajustarse esta figura, al ser una contratación con el estado ecuatoriano. 

 

3.3.1 Comparación del proceso precontractual de campos maduros 
con aquel establecido en la Ley Orgánica del Sistema Nacional 
de Compras Públicas. 

 

Al hacer un estudio a las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública, la cual por regla general rige a las 

empresas de prestación de servicios petroleros en cuanto a procesos licitatorios o 

afines, que les permiten contratar con el estado, se observa en primer lugar, que la 

citada ley contiene unas normas comunes a todos los procedimientos de 

Contratación Pública, los cuales consisten principalmente en los siguientes: a) la 

necesidad de que exista un Plan anual de contratación, de acuerdo al presupuesto 

designado a la institución pública respectiva, los estudios aprobados vinculados a tal 

plan, y el presupuesto (existencia de fondos presentes o futuros para cubrir las 

obligaciones adquiridas por el estado en las contrataciones; b) la posibilidad de una 

asociación para ofertar por parte de oferentes inscritos en el RUP (registro único de 

proveedores); c) la existencia de modelos obligatorios y formatos de documentos 

precontractuales; d) uso de herramientas informáticas como lo es el portal de 

compras públicas, de registro y uso obligatorio para las compañías que contratan con 
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el estado ecuatoriano; e) etapas de divulgación, inscripción, aclaraciones y 

modificaciones de pliegos26 que contienen toda la información técnica, económica y 

legal del proceso en el que se participa; f) etapa de presentación de ofertas; g) la 

adjudicación se realiza en base a la propuesta que tenga el mejor costo y de acuerdo 

a los parámetros técnicos, legales, documentales, entre otros, que hayan sido 

evaluados; h) el contrato se firma con la máxima autoridad de la entidad pública 

contratante. Finalmente, otra regla común, es que en ningún proceso de 

contratación, sea cual sea su modalidad o monto, no se cobrará valor alguno como 

derecho de inscripción para participar. 

 

Comparando con la realidad del proceso de campos maduros, se puede ver 

que en éste existen ciertos requisitos coincidentes, así como otros completamente 

contrapuestos: a) éste proyecto no entra en el presupuesto del estado, pues es con 

cien por ciento de financiamiento privado; b) no existió ningún tipo de estudios 

elaborados por la entidad contratante, pues como se analizó anteriormente, las 

compañías que suscribieron acuerdos de confidencialidad con EP Petroecuador, 

fueron quienes realizaron los estudios de los campos; c) la asociación para ofertar 

fue tácitamente aceptada, pues no estuvo dentro de la Cartilla, sin embargo fue una 

práctica aceptada por la que casi todas las concursantes optaron; d) la Cartilla no 

contenía ningún modelo de contrato; e) no fue un requisito para los oferentes estar 

inscritos en el RUP; f) para presentar las cartillas de campos maduros hubo que 

cancelar un valor de USD. 50,000 por campo, a manera de inscripción; g) el proceso 

                                                 
26 Los pliegos licitatorios, según el artículo 6 de la LOSNCP, son los documentos precontractuales elaborados y aprobados para cada 

procedimiento que se sujetarán a los modelos establecidos por el Instituto Nacional de Contratación Pública (INCOP) 
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de campos maduros no contó con pliegos licitatorios; h) hubo un periodo de 

aclaraciones a la Cartilla pero que se la realizó a petición de las entidades invitadas a 

participar en el proceso; i) la adjudicación, si puede llamarse así al llamado a 

negociar un contrato, se realizó en base a una evaluación realizada por el Directorio 

de EP Petroecuador conjuntamente con la Secretaría de Hidrocarburos, respecto del 

monto que se ofreció invertir,  y a la experiencia técnica en actividades de 

recuperación mejorada; y, j) el contrato fue firmado por la máxima autoridad de EP 

Petroecuador (gerente general). 

 

Para un proceso licitatorio, el contenido de una oferta consiste en cumplir con 

los requerimientos exigidos en los pliegos pre contractuales y deben adjuntarse todos 

y cada uno de los documentos solicitados. La cartilla no constituye los pliegos 

precontractuales. En lugar de eso es un método de evaluación para la calificación 

técnica y financiera de las empresas que mostraron interés en los campos.  

 

En la cartilla se especifica claramente que el objetivo de la Fase Inicial es la 

selección de socios estratégicos (compañías o consorcios) en orden de prelación, 

con las cuales se implementaría a futuro las fases siguientes que serían: la 

recolección, análisis de información técnica y económica, presentación de propuesta 

y negociación entre las partes.  

 

3.3.2 Comparación del contrato de campos maduros con la 
modalidad de contratación directa establecida en la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Compras Públicas. 
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El artículo 89 del Reglamento a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, prevé el régimen de contratación directa en los siguientes 

casos: a) estudios para formulación de estrategias comunicacionales y de 

información orientada a generar criterios de comunicación, información, imagen y 

publicidad comunicacional, comprendiendo estos estudios, sondeos de opinión, 

determinación de productos comunicacionales, medios, servicios, actividades para su 

difusión y similares; b) los medios y espacios comunicacionales a través de los 

cuales se procederá a la difusión de la publicidad comunicacional; c) Por excepción 

en casos considerados como urgentes, si la unidad responsable de la comunicación, 

imagen y publicidad institucional considerare que la contratación de los productos o 

servicios deben efectuarse por contratación directa y así se autorizare por parte de la 

máxima autoridad de la institución particular que deberá constar de la respectiva 

resolución.  

 

El procedimiento para la contratación directa es el siguiente: a) la máxima 

autoridad de la entidad contratante o su delegado, emitirá una resolución 

fundamentada, señalando los motivos que le facultan para acogerse al régimen 

especial y dispondrá el inicio del procedimiento especial; b) La invitación se efectuará 

al proveedor seleccionado, de manera directa, con toda la información que se 

considere pertinente; c) recibida la oferta, la máxima autoridad de la entidad 

contratante o su delegado, mediante resolución motivada, adjudicará el contrato a la 

oferta presentada o declarará desierto el proceso, sin lugar a reclamo por parte del 

oferente invitado.  
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Si comparamos con el caso de campos maduros, no existió pronunciamiento 

de la máxima autoridad de EP Petroecuador en la que se expongan los motivos de 

contratar bajo esta modalidad, no existió un solo proveedor sino varios y ninguna de 

las empresas interesadas presentó una oferta, sino hasta que fueron llamadas a 

negociar el contrato. Podría considerarse como justificación para este tipo de 

contratación el oficio No. DPR-0-10-22, en el que el presidente de la República 

calificó como prioridad estratégica del gobierno nacional, el desarrollo de los campos 

maduros, sin embargo, por un lado, esta directriz debió venir de la máxima autoridad 

de la entidad, y por otro lado, el tiempo que tomó la firma de los contratos 

(aproximadamente un año desde que iniciaron las negociaciones), desnaturaliza a la 

“emergencia”, que es el principal motivo para proceder con esta forma de 

contratación. 

 

Adicionalmente, está el hecho de que el estado no puede contratar a través 

del portal de compras públicas la prestación de servicios de exploración y explotación 

de hidrocarburos, por estar éstas actividades regidas por la Ley de Hidrocarburos; y 

precisamente bajo el contrato de campos maduros existe, entre otras, la obligación 

de realizar este tipo de actividades. 

 

De lo analizado en los subcapítulos 3.3.1 y 3.3.2, definitivamente se concluye 

que el proceso de campos maduros no fue jamás un proceso de contratación 

amparado en las normas de la Ley Orgánica del Sistema Nacional Contratación 

Pública, aunque acogió algunos principios, requisitos y formalidades establecidas en 

la misma.  



54 

 

 
  

3.3.3 Comparación del proceso precontractual y características del 
contrato de campos maduros con los previstos en la Ley de 
Hidrocarburos. 

 

 

El proceso de adjudicación de contratos bajo la Ley de Hidrocarburos, se 

realiza al igual que los procesos de contratación pública, mediante una licitación, con 

excepción de los que se realicen con empresas estatales y los de obras y servicios 

específicos, entre otros. Esto se ampara en el artículo 1-A de la Ley de 

Hidrocarburos que establece que Art. 1-A.- “En todas las actividades de 

hidrocarburos, prohíbanse prácticas o regulaciones que impidan o distorsionen la 

libre competencia, por parte del sector privado o público…”. Para el efecto, se 

conforma un “Comité de Licitaciones”, quien determina las bases, requisitos y 

procedimientos para las mismas. Según el artículo 19 de la citada Ley, las 

adjudicaciones procurarán tomar en consideración el mayor monto de inversión a 

realizarse, la garantía de producción mínima o los costos de producción. Asimismo, 

el artículo 20 establece que: “…cada contrato para exploración y explotación de 

yacimientos de hidrocarburos comprenderá un bloque con una superficie terrestre no 

mayor de doscientas mil hectáreas cada uno…”.  

 

Por otro lado, el artículo 40 del Reglamento a la Ley de Hidrocarburos 

establece que el Comité de Licitación Hidrocarburífera estará integrado por: el 

Viceministro de Hidrocarburos, quien lo preside, el Ministro Coordinador de Sectores 

Estratégicos, el Coordinador General Jurídico del Ministerio de Recursos Naturales 

no Renovables, entre otros.  
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Comparando el proceso precontractual descrito con el de campos maduros, se 

encuentran las siguientes similitudes: a) el Viceministro de Hidrocarburos formó parte 

del Comité de Petroecuador que negoció dichos contratos; b) una de las 

consideraciones para el inicio de la negociaciones fue el monto a ser invertido; y, c) a 

las empresas que suscribieron los contratos se les asignó un bloque petrolero 

determinado donde realizan sus operaciones, aunque conjuntamente o bajo 

supervisión de Petroamazonas EP (Petroamazonas es la operadora, pero el comité 

ejecutivo que dirige las operaciones está conformado por 3 miembros de la 

operadora y 3 miembros de la contratista). Sin embargo, no existió un proceso 

licitatorio como tal, conforme se ha analizado en este Capítulo. 

 

Con relación al modelo contractual de prestación de servicios, previsto en la 

Ley de Hidrocarburos, se pueden verificar varias coincidencias con el contrato de 

campos maduros. De la misma manera que los contratos regidos por la citada ley 

tienen como objeto realizar actividades de exploración y explotación, los contratos de 

campos maduros prevén actividades de exploración, optimización de la producción y 

recuperación mejorada; es importante tener en cuenta que bajo esta figura, la 

contratista es responsable y en consecuencia, debe administrar del porcentaje de 

crudo que se logra incrementar en la producción en cada pozo petrolero 

(recuperación mejorada), en consecuencia, se puede inducir que también realiza 

actividades de explotación, aunque en su objeto no lo especifique claramente. 

 

Otra coincidencia sin duda, es la obligación de la contratista de invertir 

recursos económicos, maquinaria, equipos y tecnología propios, al ser ambos 
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contratos financiados con capital privado. Una nueva similitud, que en ambos se 

negocia una tarifa por barril de petróleo entregado en el punto de fiscalización; en el 

caso de campos maduros, se mide el incremental de petróleo en dicho punto. Para el 

caso específico de recuperación mejorada, al igual que en los contratos de 

prestación de servicios de la Ley de Hidrocarburos, para calcular la tarifa a ser 

cancelada al a contratista, se toma en cuenta el estimado de amortización de 

inversiones, costos, gastos y rentabilidad en base al riesgo incurrido; existe un monto 

mínimo de inversiones según el plan estatal y el plan fijado para campos maduros. 

Los contratos de prestación de servicios duran 20 años prorrogables y los de campos 

maduros tienen una vigencia de 15 años prorrogables según convenga a los 

intereses de EP Petroecuador, y por un mínimo de 5 años adicionales si se han 

previsto actividades adicionales bajo el contrato. Bajo ambas figuras existe la 

obligación de bridar capacitación a personal ecuatoriano. 

 

Como diferencias se puede observar que los contratos de prestación de 

servicios se suscriben con el Secretario de Hidrocarburos, mientas que los de 

campos maduros con el gerente general de EP Petroecuador, que la Ley de 

Hidrocarburos prevé un tiempo de exploración de 4 años prorrogables a 2 años más 

para que la contratista descubra nuevos yacimientos, a diferencia de la otra 

modalidad, en la cual no se concede un plazo para el desarrollo de dichas 

actividades. Otra es que el contrato de campos maduros no prevé el margen de 

soberanía del 25% por producción de crudo; los consorcios que firmaron campos 

maduros no tienen que registrarse en el registro de hidrocarburos ni tienen que rendir 
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la garantía por las inversiones, según prevé el Art. 27 de la Ley de Hidrocarburos: 

“Antes de inscribirse el contrato, el contratista o asociado rendirá una garantía en 

dinero efectivo, en bonos del Estado o en otra forma satisfactoria, equivalente al 

veinte por ciento de las inversiones que se comprometa a realizar durante el período 

de exploración…”, pues ésta es para el periodo de exploración. 

 

Por último, cabe señalar que según el artículo 16 del Reglamento a la Ley de 

Hidrocarburos, los contratos de campos maduros no pueden estar regidos por la 

citada ley, al tratarse de bloques petroleros que estaban en producción y siendo 

administrados por EP Petroecuador, sobre los cuales cabe celebrar contratos de 

servicios específicos, conforme al artículo 17 de la Ley de Hidrocarburos, cuya figura 

fue objeto de análisis del Capítulo 2. 

 

3.3.4 Comparación del contrato de campos maduros con el que 
celebran las compañías de servicios petroleros. 
 

De conformidad con una cita textual del libro “Transacciones Nacionales 

Petroleras en América Latina” en el Capítulo 2, los contratos de servicios petroleros 

“son aquellos en los que se paga un honorario a la contratista por servicios 

relacionados a la producción de recursos naturales, donde toda la producción le 

pertenece al gobierno”. Este tipo de contratos se caracterizan por que las contratistas 

asumen un riesgo reducido, en comparación con el que asumen las operadoras en 

los contratos de exploración y explotación, por el simple hecho de que la contratista 

no tiene participación alguna en la producción de petróleo y su remuneración no está 

sujeta a factores como el éxito exploratorio, los volúmenes de producción, o el precio 
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internacional del petróleo; en consecuencia, se da una relación directa entre el riesgo 

y la rentabilidad, pues el riesgo asumido debe ser equitativo, al ser comparado con el 

beneficio económico que se obtiene al ejecutar el trabajo (a menor riesgo menor 

rentabilidad y viceversa). 

 

Por lo antes expuesto, las contratistas no pueden asumir riesgos significativos, 

y por esta razón se establece en dichos contratos varias limitaciones de 

responsabilidad características de la industria petrolera; las más importantes se 

describen a continuación: a) los daños catastróficos son siempre responsabilidad de 

la operadora, entendidos como daños al pozo, reservorio, taladro de perforación, 

daños por explosión, muerte, daños a la propiedad, entre otras; b) la contaminación 

sobre la superficie es la única asumida por la contratista y la operadora asume la 

contaminación por debajo del pozo; c) ninguna parte se hace responsable de daños 

consecuenciales, especialmente del lucro cesante en ningún evento; d) al tratarse de 

fuentes radioactivas, la operadora es siempre  responsable de tomar las medidas 

ambientales respectivas; e) cada parte se hace responsable de su personal y equipo 

sin importar la causa de las pérdidas, lesiones o daños, entre otras. 

 

Los contratos de campos maduros contienen todas las cláusulas antes 

señaladas, con excepción de la cláusula ambiental que implica un riesgo mayor al 

señalado en el párrafo anterior; y de hecho, ante Petroamazonas EP actualmente, 

los consorcios que los han firmado son tratados como pares de las compañías de 

servicios petroleros, a pesar de todas las similitudes que tienen con los contratos 

regidos por la Ley de Hidrocarburos, estudiados en el subcapítulo anterior. 
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Por último, es importante mencionar que la remuneración pactada para los 

consorcios que suscribieron los contratos de campos maduros está dividida en 2, una 

por la prestación de servicios petroleros por los que asumen menos riesgos; y otra 

que consiste en la tarifa negociada para los servicios de exploración y explotación, tal 

como se reconoce la contraprestación a las compañías que tienen firmados contratos 

bajo las modalidades tradicionales contempladas en la Ley de Hidrocarburos. 

 

3.3.5 Comparación del contrato de campos maduros con las formas 
contractuales establecidas en los procedimientos internos de 
contratación de EP Petroecuador y sus Empresas Filiales. 

 

 

Los contratos de Campos Maduros son aquellos para la “provisión de servicios 

específicos integrados con financiamiento de la contratista, para la ejecución de 

actividades de optimización de la producción, actividades de recuperación mejorada, 

actividades de exploración y actividades de asesoramiento en la optimización de 

costos operativos viables…”  En ellos, se prevé que la operadora de los campos 

sigue siendo EP Petroecuador, -ahora fusionada con  Petroamazonas EP en las 

actividades de exploración y explotación. 

 

El régimen legal aplicable es: a) el de contratación de obras y servicios 

específicos del artículo 17 de la Ley de Hidrocarburos (que regula los contratos 

suscritos por EP Petroecuador, como se analizó en párrafos precedentes);  b) el 

Reglamento de Contratación para Obras y Servicios Específicos para Petroecuador y 

sus Empresas Filiales; c) su instructivo; d) el Procedimiento de Contrataciones para 
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las Actividades de Exploración y Explotación de EP Petroecuador; y, e) 

supletoriamente, las disposiciones del derecho común. 

 

Asimismo, se establece que el objeto del contrato es de servicios específicos 

integrados y con financiamiento de la contratista, celebrado al amparo Reglamento y 

Procedimiento de Contrataciones antes señalados; y que la interpretación de los 

mismos se realizará de conformidad con las disposiciones del Título Décimo Tercero, 

Libro Cuarto, del Código Civil. 

 

Dada la realidad planteada, se analizará la normativa aplicable para las 

contrataciones de servicios específicos realizadas por las empresas estatales, en 

este caso particular las de EP Petroecuador. Las formas de contratación de la citada 

entidad, previo a la fusión de las unidades de exploración con Petroamazonas EP 

estaban establecidas en el Procedimiento de Contrataciones para las Actividades de 

Exploración y Explotación de la EP Petroecuador, cuyo propósito era la adquisición 

de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios para las actividades de 

exploración y explotación, incluidos los servicios de consultoría; y el Reglamento de 

Contratación para Obras y Servicios Específicos para Petroecuador y sus Empresas 

Filiales, cuyo objetivo era el de regular el sistema de contratación de dicha empresa, 

para las actividades antes descritas. 

 

A continuación se observará lo que establecen dichas normas, respecto a la 

modalidad de la contratación directa, al ser la que consta en el objeto de los campos 

maduros. El numeral 5.5.3 del Procedimiento define a la contratación directa como 
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un proceso extraordinario, misma que puede realizarse exclusivamente en los casos 

que se describen a continuación, y únicamente con la aprobación del Directorio, del 

Gerente General de EP Petroecuador o del Gerente de la Unidad de Negocios de 

Exploración y Producción: “… a) cuando un concurso de ofertas se haya declarado 

desierto y la operación normal de los campos se viera afectada gravemente por el 

tiempo que se demore la iniciación de uno nuevo; b) por urgencia debidamente 

calificada por el Gerente General de EP Petroecuador, siempre que tenga incidencia 

directa con las operaciones, y/o en la responsabilidad social y ambiental; c) Fuente 

única debidamente justificada; d) Servicios especializados en su naturaleza o 

servicios especiales del fabricante, como mantenimiento, reparaciones, modificación 

o inspección de equipos; así como servicios eventuales bajo llamada; e) Por la 

existencia de patentes, derechos de autor, propiedad intelectual y otros similares; f) 

Por estandarización de marcas, siempre que se justifique técnicamente; g) En caso 

de convenios con comunidades como resultado de compensaciones específicas, o 

contratación con las comunidades o sus miembros que por importancia estratégica 

estén ubicados dentro del área de influencia directa del proyecto y puedan 

satisfactoriamente brindar el tipo de servicio requerido; h) Por servicios o bienes 

proporcionados por empresas e instituciones del Estado Ecuatoriano, siempre que 

sus precios sean compatibles con el mercado…” 

 

Para estos casos, no es necesario que la contratante esté registrada 

previamente en los sistemas de EP Petroecuador o sus filiales, y puede abrirse una 

fase de negociación liderada por una comisión multidisciplinaria designada por un 
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funcionario autorizado de EP Petroecuador, luego de lo cual se adjudicará el contrato 

o se declarará desierto. 

 

En concordancia, el Reglamento de Contratación para Obras y Servicios 

Específicos establece en su artículo 23, que el proceso de excepción de la 

contratación directa se realizará únicamente en los siguientes casos: “…a) Para 

superar situaciones que provengan de fuerza mayor, caso fortuito, emergencias 

previamente calificadas, mediante resolución por el Presidente Ejecutivo en 

Petroecuador…; b) Para la adquisición de bienes o la provisión de servicios, que son 

únicos en el mercado, que tienen un solo proveedor o que implican la utilización de 

patentes o estandarización de marcas; así como aquellas que se realicen en el 

exterior con el fabricante y el mantenimiento y reparación en taller autorizado por el 

fabricante, calificada previamente por el Presidente Ejecutivo en Petroecuador…; c) 

Para la adquisición de bienes, prestación de servicios y ejecución de obras y demás 

contratos, derivados de convenios con gobiernos extranjeros y organismos 

multilaterales de crédito que ofrezcan el financiamiento, mediante créditos blandos 

no comerciales o con entidades privadas…; d) Los contratos o convenios derivados 

de alianzas estratégicas; e) Los contratos de servicios profesionales para estudios 

especializados o para asumir la defensa judicial o dentro de los métodos alternos de 

solución de conflictos de los derechos e intereses de Petroecuador…; f) En los casos 

de listas públicas de precios...” 

 

 Adicionalmente, coincide con el procedimiento antes citado, en que las 

contratistas no requieren registro previo y en que de no darse adjudicación se cerrará 
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el proceso, pero agrega que el Presidente Ejecutivo de Petroecuador puede nombrar 

un funcionario o comisión para desarrollar el proceso, y emitan posteriormente un 

informe que sirva de fundamento para adjudicar. 

 

 Haciendo una primera reflexión, se puede ver que el proceso de campos 

maduros encaja en varios aspectos de los citados, pues en la cartilla se estableció 

que no era necesario ningún registro para concursar, hubo un proceso de 

negociación del que salió un informe en el cual, la comisión conformada para la 

evaluación de los oferentes, se basó para la adjudicación, y en los campos en los 

que no se llegó a acuerdos, se canceló el proceso.  

 

Por otro lado, es importante mencionar que ninguno de los casos que se 

describen de manera taxativa tanto en el Procedimiento cuanto en el Reglamento de 

Petroecuador encaja con el proceso de campos maduros; así tampoco se establece 

que en la comisión que realiza el informe y lidera las negociaciones debe participar el 

Secretario de Hidrocarburos, lo que sucedió en dicho proceso. 

 

Sin embargo de lo mencionado en el párrafo anterior, es necesario remitirse a 

los antecedentes del contrato de campos maduros, donde se indica que hubo una 

reforma al Reglamento de Contratación para Obras y Servicios Específicos, mediante 

resolución del Directorio de Petroecuador No, DIR-EPP1-10-2011-03-10, en la cual 

se introdujo el literal h). 

 

Artículo 23 Reglamento de Contratación para Obras y Servicios 
Específicos para Petroecuador y sus Empresas Filiales.-…(h) efectuar 
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contrataciones directas previa autorización del directorio de EP Petroecuador, 
en los casos de financiamiento por parte de la contratista o de terceros a ésta, 
de acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 24, previa autorización del Directorio 
de EP Petroecuador. 

 
Artículo 24 Reglamento de Contratación para Obras y Servicios 
Específicos para Petroecuador y sus Empresas Filiales.- De la 
Contratación con Financiamiento.- La ejecución de obras y la prestación de 
servicios por parte de PETROECUADOR y sus empresas filiales, así como la 
adquisición de bienes que sean necesarios para ejecutar proyectos de 
inversión destinados al mejoramiento, optimización e incremento de la 
producción de crudo o derivados, cuya ejecución genere ingresos, en una 
magnitud que permita la amortización del financiamiento en condiciones e 
plazo y costos razonables; así como obras y servicios relacionados con la 
operación de cualquier fase de la industria petrolera, podrán ser contratados 
con financiamiento de los contratistas o de terceros asociados a éstos, obras y 
servicios relacionados con la operación de cualquier fase de la industria 
petrolera, aplicando cualquiera de los procesos contractuales previstos en 
dicho Reglamento. 
 

La mencionada Resolución del Directorio, tiene fecha 3 de marzo de 2011, es 

decir, fue expedida aproximadamente dos meses antes de que inicien las 

negociaciones de los contratos de campos maduros (mayo de 2011), con lo cual, se 

contó con el marco legal necesario para la suscripción de los mismos en enero de 

2012, agregando a los casos en los cuales se puede contratar de manera directa, a 

la contratación con financiamiento de la contratista, logrando de esta manera que 

estos contratos encajen en una figura legal, que previo al 3 de marzo de 2011 no 

existía, ya que como se analizó en el presente capítulo, el procedimiento previo y el 

contrato de campos maduros tiene concordancias con varias normas legales, pero no 

se ajusta en su totalidad a ninguna, incluso puede decirse que es una mezcla de 

todas ellas. 
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Este particular sólo se conoció, al menos públicamente, al momento de la 

firma de los dos contratos vigentes actualmente, más aun si se toma en cuenta que 

las Resoluciones del Directorio de Petroecuador son reservadas. 

 

3.4   Naturaleza jurídica de los contratos de servicios específicos 
celebrados por el estado Ecuatoriano. 

 

Como se mencionó anteriormente en este Capítulo, bajo la Ley de 

Hidrocarburos y su Reglamento es posible suscribir contratos para la prestación de 

servicios específicos por parte de las operadoras estatales, con compañías privadas. 

De acuerdo a una interpretación literal del texto legal en el que están definidos estos 

contratos, este tipo de contratos persiguen la ejecución de actividades puntuales en 

bloques petroleros que están siendo explotados y administrados por entidades el 

mismo estado. Las contratistas deben aportar con tecnología, capital y equipos 

necesarios para cumplir con el objeto contractual, a cambio de las tarifas u 

honorarios acordados; sin embargo, es muy importante recalcar que esta figura no 

contempla ni implica de ninguna manera la concesión o delegación de la gestión de 

dichos bloques. 

 

A continuación se analizarán dos tipos contratos de servicios específicos que 

fueron firmados por EP Petroecuador bajo la Ley de Hidrocarburos, previo a la última 

reforma, es decir, en la época de los contratos de participación, cuya figura fue 

analizada en párrafos anteriores. 
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3.4.1 Contrato de Servicios Específicos suscrito con SIPETROL 
 

El contrato de servicios específicos suscrito entre EP Petroecuador y la 

compañía Sociedad Internacional Petrolera S.A., actualmente Enap Sipetrol S.A.,  en 

el año 2002, tuvo como antecedente la firma de un “Acuerdo de Alianza Estratégica” 

el 26 de Agosto de 1999, para el desarrollo de actividades económicas de mutuo 

interés en las áreas de exploración, explotación, refinación, comercialización, 

transporte y servicios petroleros, el cual preveía la posibilidad de realizar las 

actividades antes mencionadas, en campos ubicados en el territorio ecuatoriano, por 

parte de Enap Sipetrol. En base a este acuerdo, Enap Sipetrol entregó una oferta 

para el desarrollo y producción de petróleo crudo en los Campos Paraíso, Biguno y 

Guachito.  

 

Posterior a la firma del citado acuerdo, mediante Decreto Ejecutivo No. 799, 

publicado en el Registro Oficial No. 170, de fecha 25 de septiembre de 2000, se 

expidió el “Reglamento para la celebración de Convenios de Alianza Estratégica con 

Empresas Petroleras Estatales”, cuyo artículo 2 establece lo siguiente: “Para los 

propósitos de este reglamento se entiende por Alianza Estratégica o acuerdo general 

de cooperación bilateral, a todo convenio o relación bilateral o multilateral 

representado por el compromiso de dos o más empresas petroleras estatales, que se 

asocian en un objetivo común y que tengan como finalidad, participar en forma 

conjunta en la ejecución de proyectos relacionados con cualquiera de las fases de la 

industria hidrocarburífera, dentro o fuera del país, incorporando e intercambiando 

recursos, capacidades y experiencias.” 
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Se establece además, que los convenios de Alianza Estratégica o los 

acuerdos generales de cooperación bilateral serán suscritos por EP Petroecuador, y 

que los contratos específicos de ellas derivados, serán suscritos por sus filiales, 

según la naturaleza y objeto de los mismos. Dichos convenios y contratos serán 

suscritos de manera directa, previo a la aprobación del Consejo de Administración de 

EP Petroecuador. Asimismo, este Reglamento permite formar entre las partes que 

suscriban los instrumentos antes señalados, consorcios, asociaciones u otras 

modalidades que resulten más convenientes de acuerdo con la naturaleza del 

proyecto a desarrollarse. 

 

Según reza de los antecedentes del contrato de servicios específicos de Enap 

Sipetrol, el 7 de noviembre de 2000, se suscribió un Acta de Acuerdo de Negocios 

entre EP Petroecuador y la citada entidad privada, con el fin de suscribir lo antes 

posible una figura contractual, basada en el Acuerdo de Alianza Estratégica existente 

entre ambas partes; y el 7 de octubre de 2002, el Consejo de Administración de EP 

Petroecuador, autorizó al representante legal de dicha institución pública a suscribir 

el contrato respectivo. Cabe señalar que no existió proceso de licitación alguno 

previo a la firma del contrato señalado. 

 

El objeto del contrato suscrito con Enap Sipetrol es “…la prestación de 

servicios específicos en aplicación al Acuerdo de Alianzas Estratégicas por parte de 

la CONTRATISTA, para la confirmación de reservas, desarrollo y producción de 20.1 

millones de barriles de petróleo crudo en los campos Paraíso, Biguno y Huachito. La 

CONTRATISTA se obliga para con PETROPRODUCCIÓN  a realizar las actividades 
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de confirmación de reservas, desarrollo y producción de Petróleo Crudo (…), 

aportando tecnología, los capitales y los equipos o maquinaria necesarios para el 

cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Contrato…”. 

 

Desde un punto de vista, podría decirse que este contrato es de servicios 

específicos porque tiene un objetivo claro que es el de incrementar la producción 

(20.1 millones de barriles) en campos que están siendo administrados por el estado y 

están produciendo crudo, para lo cual se requiere de aplicación de tecnología y 

capitales privados; sin embargo, más adelante, un análisis más profundo mostrará 

que en la práctica, más se asemeja a un contrato que se enmarca en lo conceptual a 

las estipulaciones que regulan las modalidades tradicionales establecidas en la Ley 

de Hidrocarburos. 

 

El contrato de servicios específicos que está siendo objeto de estudio en este 

Capítulo, prevé que la contratista: a) absorba el cien por ciento de los costos de 

administración y operación del campo, mientras Petroecuador absorbe los  costos de 

transporte al puerto de Balao y costos asociados a esta actividad; b) deba efectuar 

las inversiones, gastos, construcción de obras civiles y facilidades petroleras, y 

entregarlas en buen estado a Petroproducción al terminar el contrato; c) realice 

estudios ambientales, cuente con un plan de manejo ambiental aprobado por el 

Ministerio del Ramo y contrate una auditoría ambiental a la finalización del contrato 

d) sea compensada con una tarifa acordada, según el número de barriles producidos 

y entregados en el punto de fiscalización; e) tenga derecho preferente para la compra 

de crudo, e incluso pueda ser pagada con éste, tomando en cuenta el precio 
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referencial; f) realice actividades de exploración y explotación, incluso extensivas, 

pues el contrato establece que se podrán hacer líneas sísmicas que excedan los 

límites de los campos Paraíso, Biguno y Huachito; g) entregar programas de 

actividades y presupuestos de inversión anual, que contienen desgloses trimestrales 

estimados a ser invertidos tres meses anteriores  al año fiscal en que éstos van a ser 

ejecutados, y un informe de la actividades realizadas en el año anterior; y, h) de 

mantenimiento a carreteras y caminos que la CONTRATISTA use como como vías 

de aproximación al Área del Contrato, durante su vigencia, entre otras. 

 

Continuando con el análisis previo, el contrato prevé la obligación de la 

contratista de inscribirse en el Registro de Hidrocarburos, conforme al artículo 12 de 

la Ley de Hidrocarburos del año 1978, obligación que continúa vigente en la 

actualidad: “En la Dirección General de Hidrocarburos se conservará el Registro de 

Hidrocarburos, en el que deberán inscribirse: (…) b) Los instrumentos de 

domiciliación en el Ecuador de las empresas petroleras extranjeras; c) Los contratos 

sobre hidrocarburos que haya suscrito el Estado o celebre PETROECUADOR; (…)”. 

Así también, está la posibilidad de incluir factores de corrección al valor de la tarifa 

pactada, en caso de modificación del régimen tributario, la participación laboral o el 

cambio de divisas. 

 

Por otro lado, el contrato establece expresamente que: “Las partes designan a 

la CONTRATISTA como operadora de los Campos PARAISO, BIGUNO Y 

HUACHITO a partir de la Fecha Efectiva, mientras dure este Contrato (…) 
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PETROPRODUCCION tendrá derecho a recomendar a la CONTRATISTA respecto 

del método para obtener los resultados deseados, pero queda entendido que la 

CONTRATISTA tendrá exclusivo y completo control y dirección sobre sus 

actividades. Las decisiones técnico operativas para el cumplimiento y ejecución de 

las actividades aprobadas dentro del Programa y Plan Anual, serán tomadas por la 

CONTRATISTA…”, con lo cual se busca justificar que Enap Sipetrol tenga a cargo la 

total administración del campo, a pesar de la existencia del Comité Operativo 

conformado por dos delegados de Petroproducción y dos de la contratista. 

 

[…]3.3.4 Contrato Servicios Específicos en Alianza Estratégica: […]Comité 
Operativo: Es un organismo de apoyo que tiene por objeto supervisar, 
coordinar y formalizar las relaciones entre las Partes en el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas entre las Partes en el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en este Contrato[…] 

 

En virtud de lo expuesto, queda claro del detalle de obligaciones y 

responsabilidades de las partes, que Petroproducción siempre aparece como un 

apoyo a las operaciones y necesidades de la contratista, más en ningún momento 

tiene responsabilidades relativas a la toma de decisiones en las actividades a 

desarrollarse en los campos petroleros. 

 

A criterio del autor, al hecho de constatar que la contratista en la práctica es la 

operadora del campo, sumado al análisis precedente realizado sobre la naturaleza 

de las disposiciones del contrato, nos lleva a la conclusión de que en términos 

prácticos se configuró una concesión o delegación de las actividades de exploración 

y explotación de hidrocarburos a un tercero, característica que no está contemplada 

en la definición de servicios específicos de la Ley de Hidrocarburos y su Reglamento; 
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en otras palabras se habría alterado la esencia jurídica de esta figura contractual, 

desnaturalizándola. A lo expuesto se agrega el hecho de que con las reformas a la 

Ley de Hidrocarburos del año 2010, que provocaron que todas las operadoras 

tuvieran que renegociar sus contratos con el Estado, a fin de adoptar la figura de 

prestación de servicios para la exploración y explotación de hidrocarburos, 

incluyendo a a Enap Sipetrol, quien suscribió dos contratos de este tipo con la 

Secretaría de Hidrocarburos, uno para el campo MDC (Mauro Dávalos Cordero), y el 

otro para el campo PBHI (conformad por los campos Paraíso, Biguno, Huachito e 

Intercampos). 

 

3.4.2 Contrato de Servicios Específicos suscrito con IVANHOE 

 

Los antecedentes para la suscripción del presente contrato tienen ciertas 

similitudes con el analizado en párrafos anteriores, por el hecho de que no existió 

una fase licitatoria, y al coincidir la figura contractual elegida por las autoridades para 

materializar los acuerdos llegados con la compañía Enap Sipetrol; sin embargo el 

proceso precontractual y el contrato en sí tienen sus propias características, 

conforme se examinará en los párrafos siguientes.  

 

En el año 2007 Ivanhoe presentó al Estado ecuatoriano una propuesta para el 

desarrollo y producción del Bloque 2027, que consistía en 3 etapas que involucraban 

actividades de exploración y explotación de crudo, así como el uso de una tecnología 

                                                 
27

 Campo Pungarayacu, que se caracteriza por tener en sus formaciones geológicas crudos extra pesados 
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de propiedad de Ivanhoe denominada HTL (Heavy to Light), cuyo objetivo es facilitar 

el procesamiento de los crudos pesados. 

 

Según reza de los antecedentes del contrato, el 1 de febrero de 2008, se dejó 

sin efecto una Resolución del año 2003, en la que se autorizaba el inicio de procesos 

pre-licitatorios para varios campos, entre ellos el Bloque 20, en el cual Ivanhoe tenía 

interés. El 11 de abril del mismo año el Ministro del Ramo resuelve que la base legal 

para la suscripción de un contrato con la citada compañía sería el de obras, bienes y 

servicios específicos. Ivanhoe demuestra ser el único proveedor de la tecnología 

HTL, característica que fue ratificada por Petroproducción el 17 de junio de 2008; el 

29 de junio del mismo año, el Comité de Contrataciones de la citada entidad pública, 

resuelve adjudicar y autorizar la suscripción del citado contrato, que se firmó el 8 de 

octubre de 2008. 

 

Su objeto consiste en “la prestación de servicios específicos por parte de la 

CONTRATISTA, para el desarrollo, producción de petróleo crudo en el Área del 

Contrato, utilizando la tecnología HTL (Heavy to Light), patentada bajo la propiedad 

de Ivanhoe Energy Inc. (…), para el mejoramiento de la calidad del Petróleo Crudo 

del Campo Pungarayacu, (…) bajo su responsabilidad y riesgo.” Dentro de las 

actividades a desarrollarse están: la confirmación de reservas, exploración 

complementaria, desarrollo y producción de petróleo crudo en el Bloque 20, 

aportando tecnología, capitales y equipos o maquinarias y demás bienes y servicios 

necesarios. 
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El objeto del contrato se hace extensivo a que: “…si luego de los trabajos de 

confirmación de reservas, la CONTRATISTA determina la existencia de Crudos 

livianos Comercialmente Explotables, será de su obligación explotarlos, para cuyo 

efecto las partes de mutuo acuerdo determinarán las condiciones para su desarrollo 

y producción, así como también fijarán el precio a pagarse…”.  

 

La tecnología HTL, conforme se desprende del contrato, consiste en “un 

proceso para el rápido calentamiento de material carbonoso a una temperatura 

superior a los 400 grados centígrados por segundo hasta alcanzar una temperatura 

de al menos 350 grados centígrados, lo que permite un mejor procesamiento de los 

crudos pesados.” Para la implementación de dicha tecnología, se requiere la 

construcción de instalaciones especiales para ponerla en marcha, tales como una 

Planta HTL, que sirve para procesar el petróleo crudo y un oleoducto secundario 

para que el petróleo mejorado sea evacuado hasta el centro de fiscalización y 

entrega. Esta infraestructura es adicional a la construcción de obras civiles, 

instalaciones petroleras y equipos con que debe aportar por su cuenta y riesgo la 

contratista, conforme a sus obligaciones contractuales. 

 

Conforme al “Reglamento de Contratación para Obras y Servicios 

Específicos”, que aplicaba Petroproducción, la firma de este contrato estaría 

justificado como uno de los casos excepcionales en los cuales dicha institución podía 

contratar de manera directa, al tratarse de un único proveedor que ostenta una 

patente, distinto al caso de Enap Sipetrol, cuyo contrato se basó en la firma de un 

Acuerdo de Alianza Estratégica. 
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Artículo 23 Reglamento de Contratación para Obras y Servicios 
Específicos.- […] el proceso de excepción de la contratación directa se 
realizará únicamente en los siguientes casos: (…) b) Para la adquisición de 
bienes o la provisión de servicios, que son únicos en el mercado, que tienen 
un solo proveedor o que implican la utilización de patentes o estandarización 
de marcas; (…) calificada previamente por el Presidente Ejecutivo en 
Petroecuador […] 

 

Continuando con el análisis, el contrato prevé tres etapas para el desarrollo 

del objeto contractual: a) Evaluación, con una duración de 3 años, en la cual se 

llevarán a cabo estudios sísmicos, y dependiendo de los resultados se iniciaría la 

perforación y prueba de pozos de evaluación; b) Piloto, con una duración de 3 años, 

en la que también se realizarán estudios sísmicos, se perforarán pozos y se 

construirá la planta HTL de procesamiento de crudos pesados; y, c) Explotación, que 

consiste en la fase de desarrollo y producción de crudo, la cual dependerá de los 

resultados de las etapas anteriores.  

 

Adicionalmente, la vigencia del contrato es de 30 años prorrogables hasta 10 

años adicionales, éste debe ser inscrito en el Registro de Hidrocarburos y existe la 

obligación de realizar y obtener por su cuenta los permisos y estudios ambientales. 

Sin embargo cabe mencionar que éste fue terminado recientemente por acuerdo de 

las partes contratantes, debido a la situación actual del precio del petróleo. 

 

De lo expuesto hasta el momento, se visualiza una gran similitud con los 

contratos de prestación de servicios para la exploración y explotación de 

hidrocarburos que se rigen a la Ley de Hidrocarburos, incluso en los tiempos 

otorgados para el desarrollo de las actividades de su objeto, lo cual se sustenta con 

el artículo que se cita a continuación:  
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Artículo 23 Ley de Hidrocarburos (1978).- Para todo tipo de contrato relativo 
a la exploración y explotación del petróleo crudo, el período de exploración 
durará hasta cuatro (4) años, prorrogable hasta dos (2) años más, previa 
justificación de la contratista y autorización de la Secretaría de Hidrocarburos. 
La operación deberá comenzar y continuar en el terreno dentro de los seis (6) 
primeros meses a partir de la inscripción del contrato en el Registro de 
Hidrocarburos, inscripción que tendrá que realizarse dentro de los treinta (30) 
días de suscrito el contrato[…]. 

 
El período de explotación del petróleo crudo, en todo tipo de contrato, podrá 
durar hasta veinte (20) años prorrogable por la Secretaría de Hidrocarburos, 
de acuerdo a lo que se establezca en el plan de desarrollo del área y siempre 
que convenga a los intereses del Estado […]. 

 

Concordante con los párrafos precedentes, y al igual que las similitudes que 

presenta el contrato de Enap Sipetrol con la citada figura contractual, Ivanhoe tiene 

las siguientes obligaciones: a) presentar programas de actividades y presupuestos 

anuales; b) entregar todas las instalaciones, pozos, equipos y obras de 

infraestructura existentes a Petroproducción, al terminar la relación contractual; c) 

llevar a cabo el mantenimiento de carreteras, puentes y caminos de acceso al Bloque 

20; y, d) el otorgamiento de una garantía solidaria por parte de su casa matriz, sobre 

las actividades e inversiones comprometidas. Asimismo, las responsabilidades de 

Petroproducción son idénticas en ambos contratos, donde la citada empresa pública 

tiene compromisos de apoyo, mas no de toma de decisiones, la forma de pago se 

hace en base a una tarifa por barril, y en ambos contratos existe la posibilidad de 

suscribir contratos para la compraventa de petróleo entre los contrayentes.  

 

Así también, se aprecia en la cláusula Décimo Quinta denominada “De Las 

Operaciones” del contrato que Ivanhoe tiene como obligación operar el Bloque: “Se 

designa a la CONTRATISTA IVANHOE ENERGY ECUADOR INC, como la 

responsable de ejecutar todos los servicios directos e indirectos relativos a 
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operaciones de desarrollo, producción y mejoramiento, en el Área del Contrato, 

incluyendo el Campo Pungarayacu, a partir de la suscripción de este instrumento y al 

a Fecha Efectiva, mientras dure el plazo de este Contrato.”; y se prevé la existencia 

un Comité Ejecutivo definido como un organismo de apoyo integrado por  tres 

representantes de cada una de las partes, con la diferencia de que en el caso 

particular de Ivanhoe, al tratarse de temas relacionados con la tecnología HTL 

primará la posición de la contratista. 

 

También se prevé la obligación de brindar capacitación en el exterior (en 

Canadá) para el personal de Petroproducción, así como llevar a cabo un programa 

de transferencia de tecnología aportando el 1% sobre el monto total de inversiones 

para la investigación y el desarrollo de crudos pesados, valores que serían 

administrados por las partes. 

 

Finalizando con las similitudes entre ambos contratos, se observa que las dos 

compañías tienen los beneficios tributarios establecidos en la Ley de Hidrocarburos:  

 

Artículo 87 Ley de Hidrocarburos (1978).- El Ministerio de Finanzas, previo 
informe favorable del Ministerio del Ramo, liberará de los impuestos 
aduaneros la importación de equipos, maquinaria, implementos y otros 
materiales necesarios para la exploración y explotación de hidrocarburos, 
durante el período de exploración y en los primeros diez años del período de 
explotación, siempre que dichos artículos no se produzcan en el País. De igual 
liberación, gozarán las industrias de hidrocarburos, petroquímicas y conexas, 
durante el período de construcción y hasta cinco años después de su en 
marcha, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Fomento Industrial […]. 

 

Por otro lado, y como característica propia del contrato objeto de estudio en 

este Capítulo, está la creación de un fideicomiso para asegurar el cumplimiento de 
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las obligaciones de pago por parte de Petroproducción a la contratista, que se 

alimenta de los ingresos mensuales que produzcan las ventas de petróleo 

proveniente del área del contrato. Adicionalmente, la falta de pago acarrearía 

intereses legales, así como la disposición de que durante la vigencia del mismo, el 

Estado nunca recibirá menos del 20% del ingreso bruto que se genere producto de la 

venta de petróleo crudo, sin importar el precio internacional del petróleo, cláusula que 

busca establecer una figura similar a la del margen de soberanía, aplicable a los 

Contratos de Prestación de Servicios para la Exploración y Explotación de 

Hidrocarburos.   

 

A diferencia de Enap Sipetrol, cabe mencionar que Ivanhoe no fue 

considerada para la renegociación de los contratos con el estado ecuatoriano a raíz 

de la última reforma a la Ley de Hidrocarburos en el mes de julio de 2010. No se 

conocen las razones que pudieron originar este hecho, podría pensarse, sin 

embargo, que se debió a que la estructura y esencia del contrato de Ivanhoe se 

asimilaba mucho a la figura que adoptaron el resto de contratistas. 

  

En el año 2012, el contrato de servicios específicos de Ivanhoe fue sujeto a 

una auditoría por parte de la Contraloría General del Estado, que consistió en una 

verificación de si los procesos precontractual, contractual y la ejecución del contrato 

se realizaron de acuerdo a las necesidades de Petroproducción, y de conformidad 

con la normativa vigente, así como la verificación de si los procesos de adjudicación  

se realizaron de conformidad con lo que establece la Ley de Hidrocarburos.  
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La conclusión final de dicho informe establece que: “…por auditoría se 

determinó que existió la aplicación indebida de la norma reglamentaria del 

procedimiento precontractual, la celebración del contrato y la ejecución del mismo 

instrumento, también existe omisión de requisitos esenciales exigidos en el 

Instructivo de Contratación de Obras y Servicios Específicos de PETROECUADOR y 

sus empresas filiales.” Esta afirmación, se debe, entre otras, a las consideraciones 

que se citan a continuación: 

 

Previo a la adjudicación del contrato, se realizó una visita a las instalaciones 

de Ivanhoe en California, Estados Unidos por varios funcionarios del gobierno, de la 

cual se emitieron informes que determinaron que: a) las instalaciones a las que 

fueron correspondían a una planta piloto, con capacidad de procesamiento no 

comercial, y aunque la tecnología funcionaba, ésta sólo se había aplicado de 

momento en la citada planta; b) la tecnología fue creada para procesos industriales 

no petroleros en un inicio; c) que el campo Pugarayacu, según ciertos estudios tiene 

crudos extra pesados, con lo cual con la tecnología HTL se podría pasar de una 

recuperación del 7% al 40% o 50%; c) que al campo le hacen falta estudios de 

sísmica; d) que al haberse aplicado la tecnología únicamente como prueba piloto, 

debía ser la compañía Ivanhoe quien asuma los riesgos de la inversión y no el 

estado ecuatoriano, por lo cual, una modalidad contractual de prestación de servicios 

no sería la apropiada, ya que en este tipo de contratos el estado es quien asume la 

totalidad del riesgo, entre otros. 

 



79 

 

 
  

Ante esta realidad la Contraloría establece que los funcionarios de 

Petroecuador y Petroproducción no solicitaron un análisis y estudio de los informes 

antes citados, previo a la adjudicación, lo que debió ser tomado en cuenta sin duda, 

pues Ivanhoe no habría tenido la experiencia suficiente en el desarrollo de las 

actividades objeto del contrato de servicios específicos. 

 

Respecto al tipo de contrato, la Contraloría llega a la conclusión de que por 

sus características tales como el objeto, forma, extensión y definición del área del 

contrato, los derechos y obligaciones de las partes, programas de trabajo, 

presupuestos de inversión, tasas de producción, pago contractual, transferencia de la 

propiedad de los bienes adquiridos para el contrato, entre otras, se celebró un 

contrato de prestación de servicios para la exploración y explotación de 

hidrocarburos, mas no uno de servicios específicos. La citada institución afirma que 

la naturaleza jurídica de los contratos de servicios específicos implica un trabajo 

concreto, el cual no existe en el contrato de Ivanhoe, adicional al hecho de que bajo 

esta figura no se puede contratar servicios para la exploración y explotación de 

hidrocarburos. 

 

En concordancia con el párrafo anterior, respecto a la duración del contrato, la 

Contraloría llega a la conclusión de que en ninguna normativa se establece que un 

contrato de servicios específicos pueda durar tanto tiempo (30 años); y que esta 

cantidad de tiempo exclusivamente está previsto para los contratos de exploración y 

explotación de hidrocarburos. Por lo tanto, se concluye que ninguna de las 
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autoridades de Petroecuador tenía autoridad para firmar un contrato tan extenso, y 

que en todo caso debió durar un máximo de 20 años.  

 

Haciendo referencia a la concesión28 del campo Pungarayacu, la Contraloría 

menciona que los términos de la resolución mediante la cual se adjudicó el contrato 

de servicios específicos a Ivanhoe, difieren de la definición del contrato respecto al 

área adjudicada, pues Ivanhoe estuvo interesada en el campo Pungarayacu, pero en 

el contrato se menciona como área el Bloque 20. En consecuencia, la Contraloría 

hace la aclaración de que un Bloque petrolero tiene varios campos, y por tanto, 

campo no es sinónimo de Bloque. Para adjudicar un Bloque debió llevarse a cabo un 

proceso licitatorio. A esto, dentro del proceso de auditoría se hizo la aclaración por 

parte de Petroecuador de que se usó erróneamente la palabra Bloque, y que 

efectivamente el área del contrato es el campo Pungarayacu, según constan las 

dimensiones del área en donde se realizarán los trabajos por parte de la contratista. 

 

Por último, se citan algunas otras irregularidades encontradas por la 

Contraloría: a) las ofertas entregadas por Ivanhoe en los años 2007 y 2008 no fueron 

agregadas como parte del contrato, por lo cual, se desconoce cuál de las 5 ofertas 

entregadas fue la que se aceptó por parte del estado ecuatoriano; b) que el contrato 

no debió firmarse por cuantía indeterminada, si consta el monto de gastos de capital 

durante los primeros 5 años, en un anexo del contrato, y que en consecuencia, 

según el Reglamento Sustitutivo de Contratación, en concordancia con el 

                                                 
28

 Cabe señalar que para la Contraloría General del Estado, la suscripción del contrato de Ivanhoe implicó la concesión de un campo, tal 

como se desprende del texto del informe que está siendo analizado, lo que desnaturaliza por completo la naturaleza del contrato de servicios 

específicos, como se analizó anteriormente en este Capítulo. 
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Reglamento Sustitutivo al Reglamento General a la Ley Especial de Petroecuador y 

sus filiales,  la suscripción del contrato debió ser aprobada por los miembros del 

Consejo de Administración de Petroecuador (CAD), y no por el Comité de Contratos; 

c) Ivanhoe no cumplió con los montos que iban a ser invertidos durante los primeros 

cinco años, de acuerdo al cronograma de desembolsos de capital; y, d) el objeto del 

contrato no debió extenderse a la explotación de crudos livianos si éstos son 

encontrados por la contratista, ya que de esta manera Petroproducción adjudicó bajo 

el mismo objeto contractual que implica la utilización de la tecnología HTL aplicable a 

crudos pesados, yacimientos de crudo liviano que no requieren esta tecnología, y 

que por tanto, su explotación debía ser sometida a licitación. 

 

Como resultado de esta auditoría, la Contraloría realizó recomendaciones a 

los Miembros del Directorio de EP Petroecuador relativas a la revisión técnica y legal 

de ciertas cláusulas y anexos; y al Gerente General de EP Petroecuador para que 

ejerza mayores medidas de control, así como consideraciones a tener en cuenta en 

próximas contrataciones, mas no se previeron sanciones ni se tomó medidas para 

subsanar las inconsistencias encontradas. 

 

3.5   Comparación de los contratos de servicios específicos con los 
contratos de campos maduros. 
 

Tanto los contratos de campos maduros, cuanto los de Ivanhoe y Enap 

Sipetrol previamente analizados, fueron suscritos como contratos de servicios 

específicos con Petroprodución / Petroecuador, respectivamente, basados en la Ley 

de Hidrocarburos, su Reglamento, y el Reglamento de Contrataciones de 
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Petroproducción, estableciendo que deben ser interpretados de conformidad con lo 

que establecen las normas del Código Civil ecuatoriano. En tal sentido, existen varias 

similitudes, así como también diferencias entre los respectivos contratos. 

 

Comenzando por la suscripción de los contratos, las tres compañías fueron 

adjudicadas de manera directa, es decir, sin contar con un proceso licitatorio previo. 

En el caso de Enap Sipetrol y campos maduros se presentaron ajustes a la 

reglamentación existente de forma posterior al inicio de los procesos de negociación, 

lo que parecería tuvo la intención de que la figura elegida por las autoridades tenga 

un mayor sustento legal, y en el caso de Ivanhoe se dejó sin efecto una resolución 

por la cual el Bloque 20 entraría a licitación. En cuanto al objeto contractual, todos los 

contratos implican la ejecución de actividades de exploración y explotación de 

hidrocarburos a costo y riesgo de la contratista sobre uno o varios campos 

petroleros; sin embargo, en el caso de campos maduros existe una mezcla de 

servicios, pues los relativos a la exploración y explotación son los principales a ser 

ejecutados, pero también existen otros suplementarios que son específicos, y que 

incluyen la ejecución de obras y provisión de bienes asociados vinculados a las 

tareas de operación y mantenimiento del área del contrato, es decir, actividades que 

son más propias de las empresas de prestación de servicios petroleros. Para la 

materialización del objeto contractual, en todos ellos se establece que se permite a la 

contratista, sin costo, en las cantidades que fueren necesarias, la utilización de los 

hidrocarburos requeridos para las actividades de explotación a ser desarrolladas. 
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En cuanto a su duración, Ivanhoe tiene 30 años prorrogables a 10 adicionales 

para realizar las actividades objeto de su contrato, campos maduros 15 años 

prorrogables por una sola vez a 5 más; y Enap Sipetrol por 20 años prorrogables 

según los intereses del estado ecuatoriano, o hasta que cumpla con el incremento en 

la producción acordado.  

 

Asimismo, la contraprestación pactada por la ejecución de las actividades de 

exploración y explotación, consiste en una tarifa por barril, sin embargo en el caso de 

campos maduros, se prevén dos tipos de compensación, una tarifa por las citadas 

actividades, y otra tarifa por servicios específicos prestados en el campo; éstas 

últimas son canceladas bajo una Lista de Precios negociada entre las partes; se 

acuerda además un factor de corrección en caso de eventos que provoquen un 

desequilibrio económico del contrato, como el surgimiento de nuevos impuestos. En 

todos los casos, el crudo obtenido debe ser entregado en el punto de fiscalización, 

donde se hace el conteo respectivo, a fin de obtener los montos a ser pagados a las 

contratistas.  

 

Artículo 21 Reglamento de Contratación para Obras, Bienes y Servicios 
Específicos de la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador, Petroecuador y 
sus empresas filiales.- LISTA PUBLICA DE PRECIOS.- El Presidente 
Ejecutivo en PETROECUADOR y los Vicepresidentes en las filiales, aprobarán 
las listas públicas de precios, previo informe técnico, económico y legal, las 
mismas que serán publicadas en la página Web de Petroecuador o las filiales, 
según el caso. El registro de las listas públicas de precios, estará a cargo de la 
unidad de coordinación de contratos respectiva. Con estos precios podrá 
PETROECUADOR y sus filiales llevar a cabo procesos de contratación directa 
[…] 
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Los tres contratos prevén la figura del comité de operaciones o ejecutivo, que 

está conformado por igual cantidad de miembros de Petroproducción / Petroecuador 

y de las contratistas respectivamente, lo que provoca que ninguna de las partes 

tenga en realidad un poder superior frente a la otra. Ésta figura de buen gobierno 

corporativo, en el caso de Ivanhoe y de Enap Sipetrol es un organismo meramente 

de apoyo, pero en el caso de campos maduros es quien toma las decisiones para la 

ejecución de las actividades en el área del contrato, es decir, tiene poder de decisión. 

Si existe discrepancia entre los miembros del comité, existe la posibilidad de 

contratar un consultor para que intervenga, cuya determinación será vinculante y final 

para las partes. 

 

Siguiendo con el análisis de las similitudes encontradas, a todas las 

compañías se les exigió el otorgamiento de una garantía por parte de sus casas 

matrices, que avale las inversiones comprometidas. Bajo el contrato de campos 

maduros, todas las compañías que conformaron los consorcios a los que se ha 

hecho referencia anteriormente en este estudio, debieron presentar sus garantías 

respectivas. De la misma manera, todos los contratos fueron firmados por cuantías 

indeterminadas y bajo las tres figuras, existe la obligación de presentar programas de 

operación y planes de actividades anuales sobre las inversiones a realizarse en el 

año inmediato siguiente, y sobre las actividades e inversiones realizadas en el año 

inmediato anterior. 

 

Existe además una coincidencia entre el contrato de campos maduros y el de 

Ivanhoe por el hecho de que en ambos casos se constituyó un fideicomiso para 
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asegurar el cumplimiento de los pagos en favor de las contratistas, así como se hace 

posible el pago de intereses en caso de mora en las obligaciones de pago por parte 

de EP Petroecuador. 

 

Como diferencias sustanciales que se encuentran, es que el contrato de 

campos maduros no tiene la obligación de inscripción en el Registro de 

Hidrocarburos, como la tienen las otras dos contratistas; en su contenido claramente 

se establece que la operadora del campo será EP Petroecuador, lo que tampoco 

sucede en las otras figuras en las que se otorga esta calidad a las contratistas. De 

hecho en el caso de campos maduros, actualmente Petroamazonas administra la 

producción de la curva base, y las contratistas lo hacen respecto de la producción 

incremental que logren realizar a partir de dicha curva, en consecuencia, podría 

decirse que hay una administración conjunta en el campo. 

 

Siguiendo la teoría de la administración conjunta, en el contrato de campos 

maduros no se habla de estudios de impacto ambiental que deban realizarse, pero sí 

de auditorías socio ambientales y la determinación de la línea base ambiental29, 

cuyos gastos serán cubiertos en partes iguales por los contrayentes. Además, las 

contratistas deben adquirir bienes y preservar los materiales, equipos y demás 

bienes adicionales a los que ya constan en el área de operaciones, que sean 

necesarios para la prestación de los servicios; y con relación a los que ya existen en 

                                                 
29 Contrato Consorcio Shushufindi: “26.1.1.1 Para los efectos de este Contrato la EP PETROEECUADOR como Operadora del Área de 

Actividades ha identificado la necesidad de establecer una Línea Base Ambiental que identifique las Afectaciones Ambientales, los impactos 

ambientales, los Pasivos Ambientales y los Daños Ambientales existentes en la misma a la Fecha Efectiva…” 
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dicha área, se puede hacer uso gratuito de los mismos (pozos, obras, equipamiento y 

demás facilidades).  

 

Otras características particulares que se encuentran únicamente en los 

contratos de campos maduros, son las disposiciones de limitación de la 

responsabilidad de las contratistas, idénticas a las que se establecen en los contratos 

con compañías de servicios petroleros, donde el riesgo asumido es menor y en 

consecuencia, el pago es menor, tal como se analizó previamente en este Capítulo, 

salvo la responsabilidad por daños ambientales que no contiene una limitación. Esto 

se suma al hecho de que EP Petroecuador efectivamente asume ciertas 

responsabilidades de operadora, tales como: a)  ejecutar actividades de operación y 

mantenimiento de los pozos e instalaciones existentes y futuros del área de 

actividades y todas las demás actividades para este fin que no fueren 

responsabilidad de la contratista bajo el contrato; b) sostener la producción de 

petróleo crudo del área de actividades, es decir, la curva base; c) conceder el uso 

gratuito de las oficinas, dormitorios e instalaciones afines, existentes en el área de 

actividades, en igualdad de condiciones que el personal de EP Petroecuador, sin 

perjuicio de las instalaciones que quieran construir las contratistas; y, d) contratar 

servicios específicos, los que se llaman suplementarios dentro del contrato, para los 

pozos que están siendo administrados por la empresa estatal, si la producción en 

éstos llega a caerse, perjudicando la curva base, entre otros. 

 

Finalmente, el contrato de campos maduros tampoco establece la obligación 

de las contratistas de mantener las  carreteras y caminos de acceso al campo, ni de 
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dejar las construcciones por ellas realizadas en favor de EP Petroecuador, como 

consta en los contratos de Ivanhoe y Enap Sipetrol, aunque esta última a criterio del 

autor está implícita.  

 

CAPITULO 4: CONSECUENCIAS Y EFECTOS DE APLICAR FORMAS 
CONTRACTUALES NO TRADICIONALES 

 

En este último Capítulo se verán las posibles consecuencias que conlleva la 

suscripción de contratos que no están totalmente enmarcados en las modalidades 

tradicionales contempladas en la legislación ecuatoriana, completando así el análisis 

de los casos contenidos en párrafos anteriores. Este examen resulta necesario, al 

existir cierta incertidumbre respecto de cuáles podrían ser las consecuencias 

jurídicas importantes, en cuanto a ciertos requisitos y obligaciones jurídicas de las 

contratistas, de los contratos suscritos bajo modalidades no tradicionales, así como 

la validez y seguridad jurídica de la que se hallan investidos los instrumentos legales 

que han sido objeto de este estudio. 

 

4.1 Obligatoriedad de Inscripción en el Registro de Hidrocarburos 
 

Como se ha mencionado anteriormente, la Ley de Hidrocarburos regula los 

contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos, suscritos por el Estado 

o la Secretaría de Hidrocarburos, con personas jurídicas privadas. También se ha 

dicho ya que una de las obligaciones formales inmersas en esta Ley es la inscripción 

en el Registro de Hidrocarburos de los siguientes documentos, conforme a su 

artículo 12: a) Las escrituras de constitución, prórroga o disolución de las empresas 
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petroleras de nacionalidad ecuatoriana; b) Los instrumentos de domiciliación en el 

Ecuador de las empresas petroleras extranjeras; c) Los contratos sobre 

hidrocarburos que haya suscrito el Estado o celebre la Secretaría de Hidrocarburos; 

d) Las cesiones parciales o totales de los derechos establecidos en los contratos 

antes señalados; e) Los instrumentos que acrediten la representación legal de las 

empresas petroleras; y, f) Las declaraciones de caducidad. La inscripción en el 

registro, en palabras del artículo 23 del cuerpo normativo antes citado, debe 

realizarse dentro de los 30 días contados a partir de la fecha de suscripción de los 

respectivos contratos. 

  

Una de las consecuencias de la inscripción de la que se habla en el párrafo 

anterior, es el pago de una contribución no reembolsable, conforme al artículo 54 que 

se cita a continuación:  

Artículo 54 Ley de Hidrocarburos.- Los contratistas de prestación de 
servicios para exploración y explotación de hidrocarburos están exentos del 
pago de primas de entrada, derechos superficiarios, regalías y aportes en 
obras de compensación; debiendo pagar anualmente al Estado, desde el inicio 
del período de explotación, una contribución no reembolsable equivalente al 
uno por ciento del monto del pago por los servicios previa deducción de la 
participación laboral y del impuesto a la renta, destinada a promover la 
investigación, el desarrollo y los servicios científicos y tecnológicos en el 
campo de los hidrocarburos y, en general de la Minería, por parte del 
Ministerio del Ramo. Los contratistas que tuvieren contratos de servicios 
específicos (…) están exentos del pago de regalías, primas de entrada, 
derechos superficiarios, aportes en obras de compensación y la contribución 
prevista en el inciso anterior […] 

 

El contenido del artículo 54, explica la razón por la cual en ninguno de los 

contratos de servicios específicos previamente analizados, se encuentra la 

necesidad de reconocer contribución alguna; a lo cual surgen ciertas incógnitas, pues 

en los contratos de Enap Sipetrol e Ivanhoe existe la obligación expresa de 
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inscribirse en el Registro de Hidrocarburos, pero no se prevé el pago de 

contribuciones, a pesar de la similitud que existe entre éstos y la figura del contrato 

de prestación de servicios para la exploración y explotación de hidrocarburos, 

conforme se analizó en el Capítulo precedente.  

 

Por otro lado, los contratos de campos maduros, no obstante haber sido 

suscritos bajo la figura jurídica de servicios específicos, de contener en su objeto  

actividades de exploración y explotación de petróleo, y de que el artículo 12 de la Ley 

de Hidrocarburos establece que deben inscribirse en el registro antes citado todos 

los contratos suscritos con el Estado o la Secretaría de Hidrocarburos, no prevén tal 

inscripción, y en consecuencia tampoco el pago de ninguna contribución. 

 

En tal sentido, se puede decir que: a) no ha habido uniformidad de criterio en 

los contratos de servicios específicos, con relación a la obligación de la inscripción en 

el Registro de Hidrocarburos; b) que en el caso de campos maduros no existe 

incumplimiento porque éstos contratos fueron suscritos con Petroecuador EP, salvo 

que posteriormente se llegare a determinar que la naturaleza bajo la cual fue suscrita 

no es la correcta, caso en el cual se registraría un incumplimiento y, c) que en los 

tres casos se reporta un perjuicio para el estado ecuatoriano, al no haberse 

reconocido en este tipo de contratos, la contribución del uno por ciento para 

promover la investigación, el desarrollo y los servicios científicos y tecnológicos. Esta 

realidad podría traer como consecuencia que en un futuro, los contratos de campos 

maduros deban cumplir con la disposición del artículo 12, y que a todas las 

contratistas a las que hemos hecho referencia en esta tesis (Ivanhoe, Enap Sipetrol, 
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Consorcio Shushufindi y Consorcio Pardalis), se les conmine a reconocer los valores 

correspondientes a la contribución para investigación y desarrollo tecnológico que no 

han estado reconociendo; y en el caso particular de Enap Sipetrol, se entendería que 

no lo hizo  mientras estuvo vigente su contrato. 

 

4.1.1 Reducción de la participación de utilidades a favor de los 
trabajadores 
 

Según el artículo 97 del Código de Trabajo, “…el empleador reconocerá en 

beneficio de sus trabajadores el quince por ciento (15%) de las utilidades líquidas, 

porcentaje que se distribuirá así: El diez por ciento (10%) se dividirá para los 

trabajadores de la empresa, sin consideración a las remuneraciones recibidas por 

cada uno de ellos durante el año correspondiente al reparto y será entregado 

directamente al trabajador. El cinco por ciento (5%) restante será entregado 

directamente a los trabajadores de la empresa, en proporción a sus cargas 

familiares, entendiéndose por éstas al cónyuge o conviviente en unión de hecho, los 

hijos menores de dieciocho años y los hijos minusválidos de cualquier edad…” 

 

Sobre la base del artículo 328 de la Constitución que establece que “…Las 

personas trabajadoras del sector privado tienen derecho a participar de las utilidades 

líquidas de las empresas, de acuerdo con la ley. La ley fijará los límites de esa 

participación en las empresas de explotación de recursos no renovables…”,  las 

últimas reformas a la Ley de Hidrocarburos, promulgadas en el año 2010, redujeron 

la participación de las utilidades de los empleados que pertenecen a las compañías 

operadoras, del 15 al 3 por ciento. 

 

Artículo 94 Ley de Hidrocarburos.- En el caso de los trabajadores 
vinculados a la actividad hidrocarburífera, éstos recibirán el 3% del porcentaje 
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de utilidades y el 12% restante será pagado al Estado y a los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados que lo destinarán a proyectos de inversión social 
y de desarrollo territorial en las áreas en donde se lleven a cabo actividades 
hidrocarburíferas […] 

 

Ante esta situación, surgieron varias dudas, dado que el texto de la reforma se 

prestaba a interpretar que la reducción de utilidades era aplicable a todas las 

compañías vinculadas al a industria hidrocarburífera, lo que no se limitaba 

únicamente a las operadoras sin abarcaba otras empresas del sector (i.e. servicios 

petroleros, comercialización de derivados, etc.). Estas inquietudes fueron en parte 

clarificadas con la expedición del Reglamento correspondiente, que establece lo 

siguiente: 

 

Artículo 57 Reglamento de Aplicación de la Ley Reformatoria a la Ley de 
Hidrocarburos.- Para todos los efectos del artículo 94 de la Ley de 
Hidrocarburos, se entenderán como trabajadores vinculados a la actividad 
hidrocarburífera a aquellos directamente relacionados con la ejecución del 
proyecto de exploración y/o explotación de hidrocarburos, dentro de la 
respectiva área del contrato […] 

 

Si bien quedó claro que las empresas dedicadas a actividades de 

comercialización de hidrocarburos quedaban fuera de la norma, no hay claridad en 

relación con las compañías de servicios petroleros que a través de contratos de 

servicios específicos tienen a su cargo (indirectamente) actividades de exploración y 

explotación de hidrocarburos. En particular, cabe analizar la situación de los 

contratos de servicios específicos de Ivanhoe y campos maduros respecto de esta 

disposición, puesto que el de Enap Sipetrol se transformó a uno de prestación de 

servicios a raíz de las reformas del año 2010, por lo cual ya no cabe análisis alguno 

en este caso particular. 
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Lo que se puede razonar  en este subcapítulo es bastante obvio y sencillo, 

pues si la Ley de Hidrocarburos y el Reglamento a sus últimas reformas establecen 

que se reducirá la participación laboral de los empleados vinculados a empresas que 

están realizando actividades de exploración y explotación de crudo, significa que esta 

disposición debería ser aplicable también para Ivanhoe, cuanto para los consorcios 

que realizan este tipo de actividades en los campos maduros Shushufindi y 

Libertador. Sin embargo, estas compañías no han aplicado la reducción, lo que 

significa que han distribuido el 15% entre sus trabajadores sin haber aportado el 12% 

al Estado y a los Gobiernos Autónomos Descentralizados, sin que esto haya sido 

objeto de cuestionamiento por parte de las autoridades hasta la presente fecha. 

 

En el caso específico de las contratistas de campos maduros, se tiene 

conocimiento de que habrían realizado una consulta al Ministerio de Relaciones 

Laborales, a fin de tener el pronunciamiento de la autoridad competente, que dilucide 

la situación, pues no se sabía cómo proceder al momento del pago de las utilidades 

correspondientes al año 2012 que se pagaron hasta abril de 2013, conforme a lo que 

establece el Código del Trabajo. No conocemos oficialmente la absolución a dicha 

consulta, pues estos documentos son privados y confidenciales, pero por la forma en 

que han aplicado en la práctica la distribución del 15% (sin la limitación del Art. 94), 

entregándola no sólo entre los empleados directos de los consorcios, sino entre los 

empleados de todas las compañías que los conforman (sus socios), es razonable 

presumir que la autoridad habría validado esta práctica. 
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A criterio del autor, lo correcto a realizarse ante esta realidad, sería: a)  que en 

el caso de Ivanhoe sin lugar a dudas se aplique la reducción a sus empleados; y, b) 

que para el caso de los consorcios de campos maduros, dado que existe una 

dualidad de servicios y formas de pago, debería llevarse una contabilidad que 

identifique los ingresos que provienen de actividades propias de una empresa de 

servicios petroleros (facturados bajo mecanismos tradicionales para este tipo de 

servicios – i.e. lista de precios), a los cuales no debería afectar de ninguna manera la 

reducción de utilidades; y por otro lado, los ingresos provenientes de las actividades 

de exploración y explotación de hidrocarburos (facturados con una tarifa por barriles 

producidos), ingresos sobre los cuales definitivamente debería aplicarse la reducción 

de las utilidades del 15 al 3 por ciento. 

 

De esta manera, al igual que en el caso examinado en el subcapítulo 

inmediato anterior, se estaría produciendo un perjuicio para el estado ecuatoriano, 

pues al reducir la participación de las utilidades de los empleados, el estado obtiene 

el 12% restante para realizar actividades de inversión social, valores que no está 

recibiendo bajo este tipo de contratos, aunque por su naturaleza y sus similitudes con 

la modalidad de prestación de servicios, consideramos que debería. 

 

 Esta realidad, podría traer como consecuencia que en el futuro las 

contratistas antes mencionadas, deban reconocer estos valores al estado de manera 

retroactiva al tiempo de la reforma. Es importante además tener en cuenta que estos 

montos que ya han sido entregados a los trabajadores, según los principios del 

Código de Trabajo referentes a los derechos laborales, no van a poder ser solicitados 



94 

 

 
  

de vuelta a los empleados, por lo cual, sería un gasto a ser asumido como pérdida 

por parte de las compañías. 

 

4.1.2 Reconocimiento del Margen de Soberanía al Estado 
Ecuatoriano 

 

El artículo 16 de la Ley de Hidrocarburos, define a los contratos de prestación 

de servicios petroleros y establece sus principales características, dentro de las 

cuales consta que: “…De los ingresos provenientes de la producción correspondiente 

al área objeto del contrato, el Estado ecuatoriano se reserva el 25% de los ingresos 

brutos como margen de soberanía. Del valor remanente, se cubrirán los costos de 

transporte y comercialización en que incurra el Estado. Una vez realizadas estas 

deducciones, se cubrirá la tarifa por los servicios prestados.” 

 

Como se pudo observar en los contratos analizados en párrafos anteriores, 

ninguno establece el reconocimiento del margen de soberanía, disposición que se 

encuentra vigente desde el año 2010 para los contratos de prestación de servicios, y 

que por lo analizado anteriormente debería ser aplicable a los contratos de campos 

maduros e Ivanhoe (por su naturaleza jurídica), mas no al de servicios específicos 

suscrito por Enap Sipetrol ya que el mismo fue modificado a la modalidad de 

prestación de servicios al momento en que se modificó la Ley de Hidrocarburos 

estableciendo el concepto de margen de soberanía. 

 

Para el caso de campos maduros, si las contratistas realizan actividades de 

exploración y extracción de petróleo para incrementar los niveles de producción, por 
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simple deducción se entendería, que sobre ésta producción adicional debería 

calcularse el margen de soberanía; y más aún en el caso de Ivanhoe, si se toma en 

consideración que según el informe de auditoría de la Contraloría General del 

Estado, éste contrato cumple con todas las características necesarias para ser uno 

de prestación de servicios, bajo la Ley de Hidrocarburos.  

 

El no reconocimiento del margen de soberanía constituiría, al igual que los 

otros factores analizados previamente en este Capítulo, un perjuicio económico para 

el estado ecuatoriano, debido a que tal como está sucediendo, con el precio del 

crudo bajo los niveles considerados para la firma de dichos contratos, el estado 

tendrá que continuar pagando las tarifas acordadas, así los ingresos provenientes de 

los campos comprometidos no alcancen para pagar las tarifas acordadas; y desde el 

punto de vista de la equidad, este hecho representaría una ventaja que ostentan las 

contratistas antes citadas respecto de otras que mantienen contratos de prestación 

de servicios para la exploración y explotación bajo modalidades tradicionales con el 

estado ecuatoriano. 

 

Ante esta situación, las contratistas podrían verse obligadas en un futuro al 

reconocimiento del margen de soberanía de manera retroactiva (en un supuesto en 

que el precio del petróleo baje por debajo de la tarifa acordada y se hayan efectuado 

los pagos correspondientes), pues ésta ha sido una obligación para el resto de 

compañías dedicadas a las actividades reguladas por el artículo 16 de la Ley de 

Hidrocarburos desde el año 2010. 
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4.2 Posibilidad de aplicar la figura jurídica de la caducidad de los 
contratos no tradicionales suscritos por EP Petroecuador 

 

En este estudio es importante revisar la posibilidad de si a los contratos no 

tradicionales que se han venido analizando, les serían aplicables las disposiciones 

contenidas en la Ley de Hidrocarburos referentes a la caducidad, pues es un tema 

que sin duda incide en la seguridad jurídica de los contratos de servicios específicos, 

y que en consecuencia, las contratistas involucradas en ellos deberían tener en 

consideración.  

 

Los artículos 74 al 76 de la Ley de Hidrocarburos, determinan las causales 

para declarar la caducidad y sus implicaciones. Dentro de las más importantes se 

destacan: a) dejar de pagar regalías, primas de entrada, participaciones y otros; b) 

no depositar cauciones o garantías; c) no iniciar las actividades de exploración, o si 

éstas se suspenden por más de 60 días sin causa justa; d) no invertir las cantidades 

mínimas anuales o perforaciones; e) incurrir en falsedades de mala fe en 

declaraciones o informes sobre datos técnicos, inversiones, utilidades, entre otros; f) 

empleo de fraude o medios ilegales en la suscripción del contrato; y, g) traspaso 

derechos o celebración de contrato o acuerdo privado para la cesión de uno o más 

de los derechos contemplados en el contrato, sin la autorización del Ministerio.  

 
Artículo 75 Ley de Hidrocarburos.- La declaración de caducidad de un 
contrato implica la inmediata devolución al Estado de las áreas contratadas, y 
la entrega de todos los equipos, maquinarias, y otros elementos de 
exploración o de producción, instalaciones industriales o de transporte, sin 
costo alguno para la Secretaría de Hidrocarburos, y además, la pérdida 
automática de las cauciones y garantías rendidas según la Ley y el contrato, 
las cuales quedarán en favor del Estado […] 
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Artículo 76 Ley de Hidrocarburos.- Previamente a la declaración de 
caducidad de un contrato, el Ministerio del Ramo notificará al contratista 
fijándole un plazo no menor de treinta ni mayor de sesenta días, contado 
desde la fecha de la notificación, para el cumplimiento de las obligaciones no 
atendidas o para que desvanezca los cargos […] 

 

Como se puede ver, la figura de “caducidad” contenida en la Ley de 

Hidrocarburos se refiere a la facultad del estado ecuatoriano de dictaminar la 

terminación unilateral del contrato de manera anticipada, en caso de que se 

configure alguna de las causales enumeradas en el artículo 74 antes citado.  

 

 La caducidad es una figura contemplada únicamente en los contratos de 

exploración y explotación de hidrocarburos, tiene como particularidad que de acuerdo 

a la posición adoptada por el Estado, con ella no cabe pactar métodos alternativos de 

solución de conflictos como el arbitraje internacional, lo que constituye una limitación 

para las contratistas.  

 

Los contratos de servicios específicos,  si bien no contienen la figura de la 

caducidad, prevén causales de terminación unilateral anticipada que en su esencia, 

son muy similares a las citadas anteriormente para la caducidad, siendo estas: a) por 

incumplimiento sustancial del contrato por parte de la contratista; b) si el valor de las 

multas impuestas a la contratista supera los veinte millones de dólares; c) por 

suspensión de los servicios por más de 60 días consecutivos por parte de la 

contratista, sin que medie fuerza mayor; d) por haberse celebrado el contrato con 

fraude o contra expresa prohibición legal; e) por incurrir en falsedades dolosas en las 

declaraciones o informes; f)por cesión de derechos contractuales bajo el contrato o 
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cambio de control de la contratista, sin la debida autorización de Petroamazonas; g) 

por falta de entrega de garantías, entre otras. 

 

 No obstante dichas semejanzas, bajo los contratos de servicios específicos si 

caben métodos alternativos de solución de conflictos para disputas relacionadas con 

la terminación unilateral anticipada de los contratos, tan es así que en el mismo 

contrato citado en el párrafo anterior se establece que las controversias que no 

hayan sido resueltas entre las partes (sin las exclusiones acordadas en los contratos 

de prestación de servicios), serán resultas en un arbitraje ad-hoc, al amparo del 

Reglamento de Arbitraje de la Comisión de la Naciones Unidas para el Derecho 

Mercantil Internacional, UNCITRAL. 

 

4.2.3 Análisis de la posibilidad de someter a arbitraje la terminación 
unilateral de los contratos de campos maduros. 

 

El gobierno ecuatoriano ha sido usualmente bastante cauteloso al momento 

de acordar la jurisdicción en la cual se solucionarán las controversias derivadas de 

los contratos que suscribe con entidades particulares. En consecuencia, 

generalmente ha optado por el fuero nacional, para que cualquier tipo de 

discrepancia sea resuelta ante jueces y tribunales locales y bajo la legislación 

ecuatoriana, y en casos como el de Occidental Exploration and Production Company, 

se ha argumentado en foros internacionales la inaplicabilidad de la cláusula arbitral 

que sometía la caducidad a dicho mecanismo de resolución de conflictos.  
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Sin embargo, por las razones expuestas en las secciones anteriores, en el 

caso de los Contratos de Servicios Específicos, la terminación unilateral (cuyos 

efectos son idénticos a los de la caducidad) queda sometida a arbitraje lo que 

implicaría un desvío de la política general adoptada por el estado en esta materia 

para el resto de disputas en los contratos de prestación de servicios.  

 

4.3 Normativa tributaria aplicable a las formas contractuales no     
tradicionales 
 

El objetivo de este subcapítulo es la identificación de las principales 

diferencias en el tratamiento tributario aplicable a los Contratos de Prestación de 

Servicios para la Exploración Explotación de Hidrocarburos (Art. 16 Ley de 

Hidrocarburos) y las modalidades que hemos llamado no tradicionales, en las cuales 

las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos han sido delegadas a 

las contratistas a través de Contratos de Servicios Específicos (Enap Sipetrol e 

Ivanhoe) o  Contratos de Servicios Integrados  con Financiamiento de la Contratista 

(consorcio Shushifindi/consorcio Pardaliservices).  

 

Para iniciar hay que mencionar que en términos generales y para la mayoría 

de los temas, las contratistas en ambos tipos de contratos están sujetas al régimen 

general tributario contemplado en la Ley de Régimen Tributario Interno aplicable al 

universo de contribuyentes. Así lo disponen, para cada uno de los casos, las normas 

legales y reglamentarias que se citan a continuación: 
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Artículo 239 Ley de Régimen Tributario Interno.- Tratamiento para 
compañías de prestación de servicios para la exploración y explotación de 
hidrocarburos.- Las sociedades que hayan suscrito con el Estado contratos de 
prestación de servicios para la exploración y explotación de hidrocarburos, 
podrán realizar deducciones por concepto de costos y gastos de conformidad 
con el Título IV de la Ley de Régimen Tributario Interno y las disposiciones de 
este título. Para los casos no previstos, se atenderá al Título I de la Ley de 
Régimen Tributario Interno y las disposiciones reglamentarias 
correspondientes […] 

 
Artículo 39 Ley de Régimen Tributario Interno.- Principios generales.- […] 
Las sociedades que tengan suscritos contratos para la exploración y 
explotación de hidrocarburos, se regirán por los reglamentos de contabilidad 
que determine su organismo de control, para cada caso; sin embargo, para 
fines tributarios, cumplirán las disposiciones de la Ley de Régimen Tributario 
Interno y este Reglamento y supletoriamente las disposiciones de los 
mencionados reglamentos de contabilidad […] 
 
Artículo 97 Ley de Hidrocarburos.- Contratos de obras y servicios 
específicos.- Los contratistas que han celebrado contratos de obras y servicios 
específicos definidos en el artículo 17 de la Ley de Hidrocarburos pagarán el 
impuesto a la renta de conformidad con esta Ley […] 

 
Artículo 252 Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno.- Los 
contratistas que tengan celebrados contratos de obras y servicios específicos 
definidos en el Art. 17 de la Ley de Hidrocarburos, liquidarán y pagarán el 
impuesto a la renta de conformidad con las disposiciones del Título Primero de 
la Ley de Régimen Tributario Interno30 y de este reglamento […] 

 
Artículo innumerado Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno.- 
Los contratos celebrados con las empresas públicas de hidrocarburos para el 
mejoramiento, optimización e incremento de la producción de crudo o 
derivados, así como obras y servicios relacionados con la operación de 
cualquier fase de la industria petrolera (…) estarán sujetos a las disposiciones 
del Título Primero de la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno, a este 
reglamento y supletoriamente a estos contratos y sus anexos […] 
 
Artículo 251 Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno.- Las 
contratistas que, para los objetos señalados en los artículos 2 y 3 de la Ley de 
Hidrocarburos, tengan suscritos con el Estado contratos bajo modalidades 
diferentes al contrato de prestación de servicios para la exploración y 
explotación de hidrocarburos, también liquidarán y pagarán el Impuesto a la 
Renta con sujeción a las disposiciones del Título Primero de la Ley de 
Régimen Tributario Interno y de este reglamento, considerando a cada 
contrato como una unidad independiente, sin que las pérdidas de un contrato 

                                                 
30

 Este Título de la Ley de Régimen Tributario Interno determina el objeto del impuesto a la renta, el sujeto activo y pasivo del mismo, 

quienes se consideran partes relacionadas para su cálculo, el ejercicio impositivo en el cual debe pagarse, entre otras disposiciones aplicables 

a todas las personas naturales, las sucesiones indivisas y las sociedades nacionales o extranjeras 
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suscrito por una sociedad puedan compensarse o consolidarse con las 
ganancias en otros contratos suscritos por esa misma sociedad[…] 

 

Sin embargo, hay importantes diferencias que pasaremos a analizar a 

continuación. En primer lugar cabe mencionar lo relativo al cálculo del anticipo al 

impuesto a la renta establecido en el artículo 41 de la Ley de Régimen Tributario 

Interno. Como se puede apreciar en la norma que se cita a continuación, la fórmula 

para al cálculo del anticipo contemplado en el numeral 2 del mencionado artículo es 

distinta para las contratistas de exploración y explotación de hidrocarburos (letra (a) 

del numeral 2) de aquella aplicable para el resto de contribuyentes, entre los cuales 

estarían incluidas las contratistas de servicios petroleros (literal (b) del numeral 2). 

 

El artículo 41 de la Ley de Régimen Tributario Interno establece que el pago 

del impuesto a la renta se debe realizar de la siguiente manera: a) El saldo adeudado 

por impuesto a la renta que resulta de la declaración correspondiente al ejercicio 

económico anterior deberá cancelarse en los plazos que establezca el reglamento 

respectivo; b) el anticipo a pagarse con cargo al ejercicio fiscal actual, se determina 

en la declaración correspondiente al ejercicio económico anterior, siguiendo estas 

reglas: b.1) Las empresas que tengan suscritos o suscriban contratos de exploración 

y explotación de hidrocarburos en cualquier modalidad contractual, una suma 

equivalente al 50% del impuesto a la renta determinado en el ejercicio anterior, 

menos las retenciones en la fuente del impuesto a la renta que hayan aplicado; y, 

b.2) las sociedades, un valor equivalente  a la suma matemática de los siguientes 

rubros: 1) el 0.2% del patrimonio total; 2) el 0.2% del total de costos y gastos deducibles a 
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efecto del impuesto a la renta; 3) el 0.4% del activo total; 4) el 0.4% del total de ingresos 

gravables a efecto del impuesto a la renta. 

 

Es difícil evaluar los efectos de esta diferencia en el caso de que ambas 

contratistas hayan tenido utilidad gravable en el ejercicio económico anterior, ya que 

cada una pagará un anticipo cuyo monto dependerá de los parámetros aplicables 

para cada una de las fórmulas. Sin embargo, en el caso de una contratista para la 

exploración y explotación de hidrocarburos que haya reportado pérdidas en el 

ejercicio económico anterior, ésta no pagará anticipo de impuesto a la renta en el 

ejercicio siguiente; mientras que la contratista de servicios específicos que haya 

tenido pérdidas en el año anterior, igual deberá calcular su anticipo conforme a la 

fórmula del literal b, numeral 2 del mencionado artículo 41.  

 

Una segunda diferencia podemos apreciar al comparar la forma de 

amortización de inversiones en los casos antes citados. Respecto de los Contratos 

de Prestación de Servicios, con base al Art. 39 del Reglamento a la Ley de Régimen 

Tributario Interno, hay que remitirse al “Reglamento de Contabilidad y de Control y 

Fiscalización de los Contratos de Prestación de Servicios para la Exploración y 

Explotación de Hidrocarburos”, instrumento que en su artículo dieciocho establece lo 

siguiente:  

 

Artículo 18.- Amortización de las inversiones del periodo de explotación 
(inicial y plan de actividades capitalizables contratos modificados).- La 
amortización de las inversiones del periodo de explotación, que corresponden 
a inversiones de desarrollo (…), se efectuará anualmente, por unidad de 
producción, a partir del siguiente año fiscal en que fueron capitalizadas, en 
función de la producción de los campos y de las reservas probadas 
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remanentes, reportadas por las contratistas y oficializadas por la Secretaría de 
Hidrocarburos, de acuerdo con la siguiente fórmula:  

 
 

Ak1 = (INAk1) Qk1 
________________ 

RPk131” 

 

Para el caso de los Contratos de Servicios Específicos (Enap Sipetrol e 

IVANHOE), aplica el Régimen General aplicable a todos los contribuyentes; y 

finalmente para los Contratos de Campos Maduros, aplica el artículo innumerado del 

Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno, que establece que este tipo de 

contratos estarán sujetos a las disposiciones del Título Primero de la Ley Orgánica 

de Régimen Tributario Interno y al Reglamento que se está citando en este párrafo. 

Estos instrumentos tienen derecho a: a) registrar como activos en sus registros 

contables, todas las inversiones realizadas para la adquisición de bienes y/o 

servicios que utilizarán para cumplir con su objeto, y que se entregarán 

posteriormente a la empresa pública de hidrocarburos que corresponda; y, b) 

amortizar anualmente las inversiones en actividades de optimización, recuperación 

mejorada, exploración de producción que resulten exitosas, por unidad de 

producción. Las inversiones que no fueran exitosas, constituyen gastos deducibles 

para fines tributarios. 

 

                                                 
31 Dónde: Ak1 = Amortización de las inversiones de producción, durante el año fiscal k; INAk1 = Inversión de producción no 

amortizada al inicio del año fiscal k, (constituye el saldo de inversiones menos sus amortizaciones); en el caso de contratos 
modificados para el primer período corresponderán los valores que consten en cada contrato. (Sin considerar las inversiones de 
actividades adicionales de exploración adicional y/o de recuperación mejorada); RPk1 = Reservas probadas remanentes al 
inicio del año fiscal k, que vayan a ser producidas durante la vigencia del contrato, reportadas por las contratistas y oficializadas 
por la Secretaría de Hidrocarburos (sin considerar las reservas de actividades adicionales); Qk1 = Producción.- Es el volumen 
neto de petróleo crudo o gas producido en el año fiscal k dentro del área del contrato, que corresponde a la producción 
fiscalizada por la ARCH en el centro de fiscalización y entrega (sin considerar la producción de actividades adicionales), más la 
producción correspondiente a consumo interno (auto consumos) también avalizados por la ARCH. 
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Una tercera diferencia dentro del ámbito tributario, corresponde a la 

Contribución para la Investigación Tecnológica. El Capítulo I del Título V del 

Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno, prevé la 

“Tributación para las Empresas que hayan Suscrito con el Estado Contratos de 

Prestación de Servicios para la Exploración y Explotación de Hidrocarburos”, cuyo 

artículo 245 se cita a continuación: 

 

Artículo 245 Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno.- Pago de la contribución para la investigación 
tecnológica.- Este pago se practicará una vez al año de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 54 de la Ley de Hidrocarburos y el Reglamento de 
Contabilidad para este tipo de contratos, y será deducible en el año en que se 
realice el pago […] 

 

 

 En concordancia con lo anterior, los artículos 54 de la Ley de Hidrocarburos, y 

15 del Reglamento de Contabilidad de Costos Aplicable a los Contratos de 

Participación para la Exploración y Explotación de Hidrocarburos, establecen que los 

contratistas deben pagar anualmente al estado, desde el inicio del periodo de 

explotación: a) “…una contribución no reembolsable equivalente al uno por ciento del 

monto del pago por los servicios previa deducción de la participación laboral y del 

impuesto a la renta…”, pago del cual están exentos los contratos de servicios 

específicos; y, b) una contribución del uno por ciento (a la que le aplican las mismas 

deducciones citadas en el numeral a) de este párrafo) para promover la 

investigación, desarrollo y los servicios científicos y tecnológicos, que es considerada 

como gasto deducible en el año en que se realiza. 
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De las disposiciones previamente citadas se puede ver  que  las compañías 

que se dedican a la exploración y explotación de hidrocarburos, tienen la obligación 

por ley de aportar una contribución para investigación y desarrollo tecnológico, y a su 

vez, dicho aporte es susceptible de deducción de impuestos, a manera de beneficio 

tributario. Dado que los contratos de campos maduros corresponden a una figura 

contractual distinta, no les son aplicables estas normas, y en consecuencia, a pesar 

de que en algunos de ellos se prevé la obligación de realizar este tipo de aportes, 

éstos son susceptibles de deducción de impuestos, pues este beneficio es exclusivo 

para las operadoras. 

 

Una cuarta y quinta diferencias se presentan por las disposiciones contenidas 

en el artículo 90 de la Ley de Régimen Tributario Interno.  

 

Artículo 90 Ley de Régimen Tributario Interno.- Los contratistas que han 
celebrado contratos de prestación de servicios para la exploración y 
explotación de hidrocarburos pagarán el impuesto a la renta de conformidad 
con esta Ley. La reducción porcentual de la tarifa del pago del impuesto a la 
renta por efecto de la reinversión no será aplicable. No serán deducibles del 
impuesto a la renta de la contratista, los costos de financiamiento ni los costos 
de transporte por oleoducto principal bajo cualquier figura que no corresponda 
a los barriles efectivamente transportados […] 

 
En caso de que una misma contratista suscriba más de un contrato de 
prestación de servicios para la exploración y explotación de hidrocarburos, 
para efectos del pago de impuesto a la renta no podrá consolidar las pérdidas 
ocasionadas en un contrato con las ganancias originadas en otro […] 

 

De la interpretación del artículo antes citado, se puede decir que la posibilidad 

de aplicar la reducción de la tarifa del impuesto a la renta sería aplicable a la figura 

contractual de los campos maduros, mas no a la de prestación de servicios bajo la 

Ley de Hidrocarburos. Así también sucede con la posibilidad de deducir costos de 
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financiamiento y costos de transporte bajo modalidades de capacidad reservada, 

como las que se enumeran en la cita previa. 

 

Por último, se entiende que si una compañía tiene suscrito más de un contrato 

para el incremento de la producción de campos maduros, tiene la posibilidad de 

consolidar pérdidas ocasionadas en un contrato, con las ganancias originadas en 

otro, lo cual está expresamente prohibido para la figura contractual de las 

operadoras, lo cual se refuerza con lo que establece el Reglamento a la Ley de 

Régimen Tributario Interno.  

Articulo innumerado Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno.- 
Cuando una misma sociedad haya suscrito más de un contrato de prestación 
de servicios para la exploración y explotación de hidrocarburos o contratos de 
exploración y explotación de hidrocarburos, bajo otras modalidades u otros 
tipos de contratos, no podrá consolidar o deducir los resultados de dichos 
contratos para efectos del pago de impuesto a la renta. Los resultados de los 
contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos tampoco podrán 
compensarse con los resultados provenientes de otras actividades de dicha 
sociedad. En caso de que un consorcio petrolero tenga a su cargo varios 
contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos, deberá obtener 
un número de Registro Único de Contribuyentes por cada contrato [...] 

 

Haciendo un análisis de las normas tributarias citadas, se puede decir que las 

diferencias encontradas podrían representar un desequilibrio al momento de su 

aplicación, de llegar a determinarse que las actividades que se realizan bajo el 

modelo contractual de servicios integrados para el mejoramiento de la producción de 

campos maduros, son esencialmente similares a las actividades que realizan las 

empresas regidas por la Ley de Hidrocarburos, pues se estarían aplicando normativa 

tributaria distinta a compañías que prestan servicios similares.  
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4.4 Afectación a la validez y legalidad de las formas contractuales 
no tradicionales 
 

 

 El Título XIII del Código Civil ecuatoriano, referente a la interpretación de los 

contratos, establece en sus artículos 1576 y 1580 que la intención de los 

contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras, y que las 

cláusulas de un contrato deben interpretarse unas por otras, dando a cada una el 

sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad. Por su parte, el artículo 1570 

del mismo cuerpo normativo establece que: “En los casos en que no apareciere 

voluntad contraria, deberá estarse a la interpretación que más bien cuadre con la 

naturaleza del contrato.” 

 

Lo anterior, se puede traducir en que, sin importar el título o denominación que 

tenga un contrato, éste debe interpretarse analizando su contenido, su naturaleza y 

su esencia, que al final, es el reflejo de la  verdadera intención de las partes. Estas 

disposiciones son plenamente aplicables a los contratos de servicios específicos 

analizados previamente, que fueron suscritos por las compañías Ivanhoe y Enap 

Sipetrol, e incluso son citadas en el informe de la Contraloría General del Estado 

analizado también en párrafos precedentes, en virtud de que el título de los contratos 

no es totalmente acorde con su contenido y esencia, ya que está claro que la 

verdadera intención de las partes fue suscribir un contrato que tenía como objeto la 

exploración y explotación de hidrocarburos para lo cual la modalidad más adecuada 

debió ser las de prestación de servicios contenida en el artículo 16 de la Ley de 

Hidrocarburos. A criterio del autor, el riesgo de que se cuestione la validez y 
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legalidad de estos contratos es menor que el caso del Consorcio Shushufindi, pues 

más allá la divergencia entre el nombre del contrato y su contenido, hay marco legal 

en el cual se han amparado, si bien alguna autoridad podría argumentar en el futuro 

que se ha desnaturalizado la esencia de la modalidad. Lo que si resultaría un 

problema son las posibles consecuencias que pueden presentarse, conforme a lo 

estudiado en este Capítulo, al darles un tratamiento legal distinto al que deberían 

tener en virtud de ésta discordancia. 

 

Por el contrario, en cuanto a la validez y legalidad de los contratos de campos 

maduros (Consorcio Shushufindi), el riesgo sería mayor ya que la figura bajo la cual 

fueron suscritos, no está plenamente identificada en alguna norma legal, sino que 

como fue analizado, toma partes de distintos marcos, para lo cual se crearon 

procesos precontractuales y contractuales que no encajan completamente en 

ninguna ley, a lo cual afectaría su seguridad jurídica. 

 

Artículo 82 Constitución de la República del Ecuador.- El derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competente […] 

 

El Estatuto al Régimen del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función 

Ejecutiva (ERJAFE) regula las actuaciones de la Administración Pública, tales como 

actos32, hechos33 y contratos administrativos34. En el literal e) del artículo 129 del 

                                                 
32 Artículo 65 ERJAFE.- Acto administrativo.- Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce 

efectos jurídicos individuales de forma directa. 
33 Artículo 78 ERJAFE.-  Hecho administrativo.- El hecho administrativo es toda actividad material, traducida en operaciones técnicas o 

actuaciones físicas, ejecutadas en ejercicio de la función administrativa, productora de efectos jurídicos directos o indirectos, ya sea que 

medie o no una decisión o acto administrativo previo. 
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Libro II,  del citado estatuto, se establece que son nulos de pleno derecho aquellos 

actos de la Administración Pública que sean, “…dictados prescindiendo total y 

absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que 

contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos de la 

administración, sean colegiados o no…” 

 

Artículo 69 Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva.- Todos los actos administrativos expedidos por los órganos y 
entidades sometidos a este estatuto serán impugnables en sede administrativa 
o judicial. (…). En todo caso, quien se considere afectado por un acto 
administrativo lo podrá impugnar judicialmente ante el respectivo Tribunal 
Distrital de lo Contencioso Administrativo de manera directa. No será 
necesario para el ejercicio de este derecho el que haya precedido reclamación 
administrativa previa la misma que será optativa […] 

 

Ante la situación planteada, cabría la posibilidad de interponer un recurso de 

lesividad ante el respectivo Tribunal de lo Contencioso Administrativo; es decir que 

quien se considere afectado por la suscripción de los contratos de servicios 

específicos (campos maduros), tiene la facultad de alegar la nulidad del acto 

administrativo que determinó la viabilidad de realizar una contratación de manera 

directa, lo que derivó en la suscripción de dichos instrumentos; esto por haberse 

inobservado los procedimientos precontractuales, y en consecuencia, haberse 

dictado contra intereses públicos, conforme al análisis realizado anteriormente. 

 

 

 

 

 

                                                                                                                                                         
34 Artículo 75 ERJAFE.-  Contratos administrativos.- Es todo acto o declaración multilateral o de voluntad común, productor de efectos 

jurídicos, entre dos o más personas, de las cuales una está en ejercicio de la función administrativa. Su regulación se regirá por las normas 

legales aplicables. 



110 

 

 
  

CONCLUSIONES 
 

A lo largo de este estudio se ha podido ver que el petróleo ha estado, desde 

su descubrimiento en la República del Ecuador, sujeto a diversas políticas que se 

derivan de los intereses estatales, principalmente en relación o como consecuencia 

del  precio de los hidrocarburos a nivel internacional. Este cambio constante, se debe 

a la importancia que este recurso tiene en la economía del país, pues sigue siendo 

desde hace varios años, uno de los principales ingresos que tiene la nación. 

 

Al ser un recurso tan sensible y dada la necesidad del estado de incrementar 

su producción, y en consecuencia los ingresos para el país, se ha necesitado 

constantemente de inversión y tecnología extranjera, por lo cual se han celebrado 

contratos con varias empresas privadas internacionales, a fin de delegar a éstas las 

actividades de exploración y explotación de hidrocarburos. Por otra parte, y conforme 

se ha visto en este estudio, se ha buscado formas alternativas de delegación de las 

citadas actividades; ejemplos claros de esta tendencia son los contratos que fueron 

analizados en párrafos precedentes, lo que significa que esta práctica se ha venido 

dando desde hace algunos años y en distintos mandatos. 

 

Por un lado se encuentran los contratos de servicios específicos de las 

compañías Enap Sipetrol e Ivanhoe, los cuales se suscribieron bajo la figura de 

“servicios específicos”, pero que una vez que fueron examinados, se puede 

determinar claramente que su naturaleza jurídica es similar, por no decir idéntica, a la 

de los contratos de prestación de servicios para la exploración y explotación de 
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hidrocarburos. Este razonamiento  es ratificado por un lado, por la Contraloría 

General del Estado, en el informe también analizado previamente (respecto del 

contrato de Ivanhoe); y por otro lado, por el hecho de que Enap Sipetrol fue llamada 

a la renegociación de los contratos petroleros, cuando se dieron las últimas reformas 

a la Ley de Hidrocarburos en el año 2010, siendo ésta una de las primeras 

compañías en firmar un contrato de prestación de servicios con la Secretaría de 

Hidrocarburos, respecto de los mismos campos petroleros, para los cuales se había 

suscrito previamente una figura de servicios específicos. 

 

Bajo el principio constitucional de la seguridad jurídica, a criterio del autor la 

afectación o riesgos inherentes son algo menores a los otros casos, ya que éstos 

encajan en una figura legal prevista en la Ley de Hidrocarburos aunque exista la 

posibilidad de argumentarse que esta ha sido desnaturalizada. Por otro lado, hay que 

tomar en cuenta el hecho de que el Código Civil ecuatoriano establece que es 

irrelevante el título que se le dé a un contrato, pues lo que cuenta es la intención de 

las partes al suscribirlo, y esto no necesariamente afectaría su validez. A pesar de 

ello, es importante tener en consideración que al haber sido suscritos usado una 

modalidad distinta a aquella que corresponde a su verdadera esencia y naturaleza, 

no se cumplieron las disposiciones precontractuales requeridas, es decir, no se llevó 

a cabo una licitación, lo cual podría afectar a la validez del proceso de adjudicación 

en general, al haberse realizado una de tipo directa, y no haber permitido la 

participación de otras posibles contratistas. No obstante, el informe de la Contraloría 

no mencione absolutamente nada a este respecto. 
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En el caso de Ivanhoe incluso existe un riesgo mayor al seguir vigente el 

contrato de servicios específicos, distinto al caso de Enap Sipetrol, en el que éste se 

transformó en uno de prestación de servicios en el año 2010. Esto se debe a que con 

las últimas reformas a la Ley de Hidrocarburos (2010), las empresas que tienen 

suscritos contratos de prestación de servicios, tienen la obligación de reconocer en 

favor del estado el 25% del margen de soberanía, lo cual no está siendo reconocido 

por Ivanhoe, a pesar incluso de que la Contraloría General del Estado determinó en 

su informe de auditoría que éste contrato definitivamente no es de servicios 

específicos. La falta de reconocimiento de este porcentaje, podría significar un 

detrimento en los ingresos estatales, especialmente si cayera el precio internacional 

del petróleo, pues podría darse un caso futuro en el que éste sea el único contrato de 

su naturaleza (independientemente de su denominación) –prestación de servicios 

bajo la Ley de Hidrocarburos–, del que el estado no perciba ningún ingreso; lo cual a 

la vez, se traduciría en un beneficio significativo para Ivanhoe. 

 

Por otro lado, están los contratos de prestación de servicios específicos para 

los campos maduros Shushufindi y Libertador, que fueron suscritos en el año 2012. 

Este caso es bastante más sui generis que los otros estudiados, ya que la figura 

contractual no es tan clara como en los de Enap Sipetrol e Ivanhoe, pues de lo 

analizado, se llega a la conclusión de que son una mezcla de un contrato de 

prestación de servicios bajo la Ley de Hidrocarburos, con un contrato civil de 

prestación de servicios discretos en el área petrolera, debido a que su objeto 

contiene obligaciones claramente identificables, por un lado de ejecución de 
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actividades de exploración y explotación, por las cuales se reconoce como 

contraprestación un porcentaje por barril producido; y por otro lado, de servicios 

mucho más simples como la perforación de un pozo o la provisión de bombas 

(servicios discretos), cuya contraprestación es un monto previamente acordado por 

las partes, que consta en el contrato.  

 

A simple vista podría decirse que se trata de un contrato de servicios 

específicos porque se lo suscribió respecto de un campo que ya se encontraba en 

producción y bajo la supervisión de la empresa estatal petrolera35, actualmente 

Petroamazonas EP, sumado al hecho de que la contratista tiene bastante más 

limitadas sus responsabilidades, como por ejemplo el no estar obligados a la 

obtención de la licencia ambiental, ni se hará cargo de las consecuencias operativas, 

en caso de que se dé un daño catastrófico, como lo es la explosión de un pozo, a 

menos que haya sido provocado por su negligencia grave, entre otros casos. Sin 

embargo, el hecho de que su objeto contenga la obligación de realizar actividades de 

exploración y explotación, y que se pague a la contratista un porcentaje por barril de 

producción, implica ya una delegación de estas actividades, lo cual desvirtúa la figura 

de servicios específicos. Así también, la forma de conducir las operaciones no está 

completamente supervisada ni bajo expresas instrucciones de Petroamazonas EP, 

ya que el Comité que toma las decisiones sobre la operación del campo está 

                                                 
35 Nótese que el artículo 16 del Reglamento a la Ley de Hidrocarburos establece que “Los campos en producción, cuya gestión se encuentran 
actualmente a cargo de las empresas públicas o sus subsidiarias, no serán delegadas a través de las modalidades contractuales previstas en 

el artículo 2 de la Ley de Hidrocarburos a empresas estatales de la comunidad internacional o a la iniciativa privada; sin perjuicio de que 

puedan realizarse contratos de servicios específicos de conformidad con el artículo 17 de la Ley de Hidrocarburos.” 



114 

 

 
  

conformado por igual número de integrantes, tanto de la contratista, cuanto de la 

estatal.  

 

Otros puntos a tomar en cuenta son el hecho de que el Comité que calificó a 

las contratistas y negoció con ellas los contratos, estuvo siempre conformado por 

miembros del Ministerio de Recursos Naturales No Renovables, lo cual se debe 

precisamente a que están involucradas actividades de extracción de crudo y manejo 

de un campo petrolero; así como también que los consorcios que se conformaron 

para suscribir estos contratos están ambos integrados por una empresa operadora, 

lo que se traduce en la necesidad que existía de contar con  experiencia, no sólo de 

una compañía de servicios petroleros.  

 

A criterio del autor, el caso de los contratos de campos maduros es incluso 

más complicado que los otros de servicios específicos, debido a que como se vio 

anteriormente, se creó un proceso concursal, al que se invitó expresamente a 

contadas empresas prestadoras de servicios en el área petrolera, es decir, no fue 

abierto para otros interesados; esto implicó a su vez, que la forma de calificación de 

la capacidad técnica y económica quede a discreción de quienes conformaban el 

comité calificador, que los tiempos para la negociación y adjudicación duren tiempos 

totalmente indefinidos (el primer contrato se negoció por aproximadamente un año; y 

otras negociaciones duraron casi dos años), y que el contrato haya sido creado hasta 

cierto punto, conjuntamente con las primeras contratistas con las que se llegó al 

acuerdo, figura que luego fue impuesta a las demás compañías participantes. 

Siguiendo la misma línea, EP Petroecuador permitió que las empresas invitadas se 
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asocien con cualquier otra entidad legal, aunque no estuvieren calificadas como 

proveedores del estado, e incluso estuvieron abiertos a la conformación de 

consorcios, en los que también podían participar otros inversionistas. Precisamente 

esta figura de los consorcios fue la opción que acogieron quienes resultaron 

adjudicados con los contratos. Por último y no menos importante, está el hecho de 

que en este trabajo se demostró que al momento de invitar a participar a las posibles 

contratistas no se contaba con legislación aplicable a la figura que se deseaba 

materializar, es decir, la prestación de servicios con financiamiento de la contratista, 

lo que fue subsanado apenas poco tiempo antes de que se suscribieran los 

contratos, mediante una modificación que se hizo a las normas internas de EP 

Petroecuador, a través de una resolución de su propio Comité de Contratos. 

 

En consecuencia, se puede decir que tanto el proceso precontractual como el 

contrato adolecen de importantes riesgos en cuanto a su seguridad jurídica, por lo 

expuesto anteriormente y debido a que su contenido no encaja en ninguna 

legislación, sino que más bien parece acogerse en algunas cosas a la normativa en 

materia Civil, y en otras a la de Hidrocarburos, e incluso algo tiene de semejanzas 

con la de Contratación Pública. En opinión del autor esto podría derivarse en una 

falta de validez legal, y en consecuencia, se podría llegar a determinar que el 

contrato es nulo.  

 

De manera adicional, hay que tener en cuenta que bajo estos contratos 

tampoco se reconoce el margen de soberanía del estado sobre la producción 
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incremental que se registra, lo cual posiblemente podría justificarse por el hecho de 

que el campo es operado conjuntamente con Petroamazonas EP, que es del mismo 

estado, pero que no implica la mitigación total del riesgo de que en algún momento 

éste hecho sea reclamado por el estado, o incluso por terceros. 

 

En virtud de todo lo analizado y expuesto en este trabajo, se concluye que 

todos los contratos de servicios específicos que han sido analizados constituyen (en 

su esencia) formas no tradicionales de delegación de las actividades de exploración 

y explotación de hidrocarburos. Se los ha denominado como no tradicionales, porque 

algunos de ellos no encajan completamente en ninguna de las formas contractuales 

previstas en la legislación ecuatoriana, y los otros si lo hacen pero bajo una figura 

distinta a la que correspondería en realidad, por su esencia y naturaleza.  

  

Finalmente, se concluye con las siguientes reflexiones: como se citó en los 

antecedentes de la historia del petróleo en el Ecuador, los cambios radicales en las 

políticas y modalidades contractuales petroleras se han dado en los momentos en 

que ha variado el precio del petróleo a nivel internacional. En la actualidad nos 

encontramos con un precio del petróleo histórico, pues los valores elevados a los que 

ha llegado en estos últimos años han sido récord, lo que ha permitido que el Estado 

obtenga beneficios así como las contratistas, a pesar de habérseles disminuido sus 

porcentajes de ingresos. No obstante, hay que detenerse a pensar que esta época 

de abundancia no durará para siempre, y el momento en que el precio de crudo 

decrezca, pueden salir a la luz las inconsistencias encontradas en los contratos 
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mencionados, pues en el momento en que surgen las necesidades económicas, 

podría plantearse posibilidad de recuperar de las contratistas el dinero que no ha 

estado siendo reconocido en favor del estado -el 25% del margen de soberanía-, lo 

que podría pretenderse, sea reconocido de forma retroactiva al momento de la 

reforma que instauró esta obligación para las contratistas.  

 

Por otro lado, la validez de los contratos podría ser cuestionada en cualquier 

momento, lo cual traería varias consecuencias nocivas especialmente para las 

contratistas, si éstas no hubiesen logrado recuperar sus inversiones al tiempo de 

cualquier declaratoria de nulidad. Para el caso de los contratos de campos maduros 

también debe analizarse si ante la existencia de algún tipo de daño o contaminación 

ambiental, al momento de interpretarlo se lo va a hacer como un contrato de 

servicios específicos, respetando las limitaciones de responsabilidad que ellos 

contienen, o si se llegue a interpretar que las contratistas deben asumir iguales 

obligaciones a las de una empresa petrolera prestadora de servicios de exploración y 

explotación de hidrocarburos. Estos riesgos existen y las contratistas deben tenerlos 

presentes, precisamente por lo que se mencionó al inicio de las conclusiones, porque 

el petróleo es un recurso muy sensible que se traduce en ingresos e intereses 

significativos para el estado, y lo seguirá siendo hasta que la República del Ecuador 

encuentre fuentes distintas y alternativas generadoras de ingresos. 
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RECOMENDACIONES 
 

Si bien el petróleo es un recurso fundamental para la economía nacional, éste 

debe ser explotado responsablemente, y parte de ello sin duda es hacerlo bajo 

modalidades que respeten la legislación existente. Es perfectamente entendible que 

se requiere incrementar su producción para que los ingresos del estado aumenten, 

sin embargo no se puede utilizar esta realidad como vía para instaurar procesos de 

adjudicación de campos y bloques petroleros por fuera de los lineamientos que están 

previstos en las leyes, normas y reglamentos. 

 

Como se ha mencionado ya varias veces en esta investigación, las 

consecuencias que puede traer el no respetar la legislación, dependiendo de los 

casos, se traducirían en detrimentos de los ingresos para el estado, y en la falta de 

seguridad jurídica para las contratistas que los ejecutan, poniendo en riesgo sus 

inversiones y capitales. 

 

En consecuencia, la principal recomendación que puede realizarse es que 

tanto el estado, a través de sus entidades estatales, cuanto las contratistas analicen 

adecuada y detenidamente las posibilidades de contratación que se encuentran 

establecidas, y procuren suscribir contratos enmarcados en las normas legales y de 

una manera que sea acorde a la naturaleza y a la esencia de los servicios que se 

van a prestar, cumpliendo y haciendo cumplir todos los requisitos y procesos 

necesarios, a fin de que no existan vacíos de tipo legal al momento de interpretar 
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éstas figuras, lo cual implica además el cumplimiento con el principio constitucional 

de igualdad de oportunidades para todos los que participan en la industria petrolera. 
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ANEXOS 
 

 

ANEXO No. 1: Texto del Contrato para la Previsión de Servicios Específicos 

Integrados con Financiamiento de la Contratista, para la Ejecución de Actividades de 

Optimización de la Producción, Actividades de Recuperación Mejorada, Actividades 

de Exploración y Actividades de Asesoramiento en la Optimización de Costos 

Operativos Variables, en el Campo Shushufindi-Aguarico de la Región Amazónica 

Ecuatoriana.  
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ANEXO No. 2: Informe General de la Contraloría al Proceso Precontractual, 

Contractual y Ejecución del contrato de Servicios Específicos para el Desarrollo, 

Producción y Mejoramiento de Petróleo Crudo en el Bloque 20, que involucra el 

Campo Pungarayacu de la Región Amazónica Ecuatoriana, suscrito entre 

PETROECUADOR y la empresa Ivanhoe Energy Ecuador Inc. El 8 de Octubre de 

2008.  
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ANEXO No. 3: Reglamento de Contratación para Obras, Bienes y Servicios 

Específicos de la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador Petroecuador y sus 

Empresas Filiales.  
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ANEXO No. 4: Cuadro comparativo de los tipos de contratos analizados en la 

presente tesis.  
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